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DECRETO MAG-021-2017 

DECRETO EJECUTIVO N° 40463-MAG-MEIC-COMEX 

EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA,  
EL MINISTRO DE AGRICULTURA Y GANADERÍA,  

LA MINISTRA DE ECONOMÍA, INDUSTRIA Y COMERCIO 
Y EL MINISTRO A.I. DE COMERCIO EXTERIOR,  

De conformidad con las atribuciones que les conceden los incisos 3), 8), 18) y 20) del artículo 
140 y del artículo 146  de la Constitución Política; los artículos 25, 28 párrafo 2, inciso b) de la 
Ley General de la Administración Pública, Ley N° 6227 del 02 de mayo de 1978; los incisos b) y 
c) del artículo 2 de la Ley de Creación del Ministerio de Comercio Exterior y de la Promotora del 
Comercio Exterior de Costa Rica, Ley N° 7638 del 30 de octubre de 1996; la Ley Orgánica del 
Ministerio de Economía , Industria y Comercio, Ley N° 6054 del 14 de junio de 1977; la Ley de 
Promoción de la Competencia y Defensa efectiva de Consumidor, Ley N° 7472 del 20 de 
diciembre de 1994; la Ley de Fomento a la Producción Agropecuaria (FODEA) y Orgánica del 
Ministerio de Agricultura y Ganadería , Ley N° 7064 del 29 de abril de 1987; el artículo 26 del 
Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano, Ley de Aprobación N°
6986 del 03 de mayo de 1985 y los incisos g), j) k), ñ), r) y s) del artículo 6 y los artículos 37, 38, 
39, 40 y 57 de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera Nacional, Ley N° 8285 del 30 de 
mayo de 2002; y

CONSIDERANDO: 

I.- Que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley de Creación de la 
Corporación Arrocera, Ley Nº 8285 del 30 de mayo de 2002, el Poder Ejecutivo emitió el 
Decreto Ejecutivo N° 39930-MAG-MEIC-COMEX de 21 de setiembre de 2016; publicado en el 
Alcance N° 207 al Diario Oficial La Gaceta N° 191 del 05 de octubre de 2016, mediante el cual 
se autorizó la importación de sesenta y tres mil toneladas métricas de arroz en granza (63.000 
T.M.), con una tarifa de cero por ciento (0%) de Derechos Arancelarios a la Importación, para el 
inciso arancelario descrito en el artículo 1 de dicha norma, contemplado en el Arancel 
Centroamericano de Importación, la cual sería realizada por la Corporación Arrocera Nacional, 
para el período comprendido entre los meses de enero a junio de 2017.

II.- Que se estima de interés público el cumplimiento de lo decretado en considerando anterior, 
con el fin de que la Industria Nacional reciba lo correspondiente por la cláusula de desempeño 
por la compra del arroz nacional y así, ésta pueda realizar las mezclas correspondientes de arroz 
nacional e importado. 



III.- Que mediante el oficio D.E. 325-2017 de fecha 10 de mayo del 2017, la Dirección Ejecutiva 
de la Corporación Arrocera Nacional, comunicó a las carteras ministeriales de Agricultura y 
Ganadería (MAG), de Economía, Industria y Comercio (MEIC) y de Comercio Exterior 
(COMEX), el acuerdo 2.1 (751-05-2017) tomado en la Sesión de Junta Directiva N° 751 
celebrada el 08 de mayo de 2017 de ese mismo ente corporativo, a los ministros del Ministerio de 
Agricultura y Ganadería, mediante el cual se solicita “…al Ministerio de Agricultura y 
Ganadería, al Ministerio de Economía, Industria y Comercio y al Ministerio de Comercio 
Exterior, la ampliación de la fecha de llegada del tercer buque de desabasto 2017, según el 
artículo 2° del Decreto N° 39930 MAG-MEIC-COMEX, al 20 de julio de 2017, esto debido a las 
siguientes circunstancias: 

- Por tratarse de la primera experiencia en la exportación de arroz en granza a granel, desde
Argentina, se están presentando algunas situaciones operativas de demora.

- Las condiciones de precipitación en la Terminal de Carga de San Pedro, en la provincia de
Buenos Aires, Argentina, por el periodo de transición entre estaciones se han incrementado,
con lo cual, se generan demoras en los procesos de acopio y carga del grano.

- El tiempo de llegada del buque, desde la Terminal de Carga San Pedro, hasta Puerto
Caldera, está demorando aproximadamente 25 - 30 días. ACUERDO FIRME.”

IV.- Que asimismo, mediante el oficio D.E. 406-2017 de fecha 29 de mayo de 2017, la Dirección 
Ejecutiva de CONARROZ en respuesta a los oficios conjuntos DM-MAG 362-2017 y DM-341-
2017 del 22 de mayo de 2017 del Ministerio de Agricultura y Ganadería y del Ministerio de 
Economía, Industria y Comercio; y al oficio DM-COR-CAE-0257-2017 del 23 de mayo de 2017 
del Ministerio de Comercio Exterior, brindó al Ministerio de Agricultura y Ganadería el sustento 
técnico operativo, siendo que dicho Informe Técnico incluyen con mayor detalle los 
antecedentes, justificantes, implicaciones y la propuesta de solución, de conformidad con el 
artículo 6 de la Ley N° 8285 del 30 de mayo de 2002; a la solicitud que hiciera mediante el oficio 
D.E. 325-2017 de fecha 10 de mayo del 2017, mencionado supra.

V.- Que en virtud de lo anterior, con fundamento en el oficio DM-MAG 396-2017 del 30 de 
mayo de 2017 del Ministro de Agricultura y Ganadería que recomienda la ampliación del plazo 
hecha por CONARROZ y de conformidad con el oficio DVM-FAG-070-2017 del 05 de junio de 
2017 del Viceministro del Ministerio de Agricultura y Ganadería, que avala parcialmente el 
Informe Técnico mencionado en el considerando anterior; por cuanto no comparte lo 
específicamente referido a la solicitud del plazo de la ampliación por sesenta días (60), 
considerando en su lugar que, el período para la importación por desabasto, debe tener como 
fecha máxima el próximo 10 de agosto de 2017, lo cual se estima por parte de esa cartera, como 
tiempo suficiente para que la Corporación Arrocera Nacional importe el volumen de desabasto de 
arroz faltante. 



VI.- Que, de acuerdo con el oficio D.E. 406-2017 de fecha 29 de mayo de 2017 de la Dirección 
Ejecutiva de CONARROZ, con esta última importación se beneficiaría el precio al consumidor  
de este producto básico en la dieta nacional. 

VII.- Que en aras del interés público y de acuerdo con el Informe Técnico de cita, el Ministerio 
de Agricultura y Ganadería, como ente rector del sector agropecuario, en conjunto con 
CONARROZ, atenderán los aspectos relacionados a la coordinación del arroz en granza 
importado vía desabasto y el arroz en granza de cosecha nacional, con el propósito de prevenir 
oportunamente obstáculos relacionados con el recibo de la producción nacional.  

VIII.- Que en virtud de las consideraciones anteriores, se hace necesario modificar el artículo 2 
del Decreto Ejecutivo N° 39930-MAG-MEIC-COMEX de 21 de setiembre de 2016, el cual se 
estableció que la importación del desabasto debía realizarse entre los meses de enero y junio de 
2017, plazo que, por los motivos expuestos por CONARROZ, ha resultado insuficiente para la 
finalización de las mismas, por lo cual se requiere su ajuste, con base en las consideraciones que 
hiciera el Ministerio de Agricultura y Ganadería. 

IX.- Que de conformidad con los párrafos segundo y tercero del artículo 12 bis del Reglamento a 
la Ley de Protección al Ciudadano del Exceso de Requisitos y Trámites Administrativos, Decreto 
Ejecutivo N° 37045- MP-MEIC del 22 de febrero de 2012; se procedió a llenar la Sección I 
denominada “Control Previo de Mejora Regulatoria” del “Formulario de Evaluación Costo 
Beneficio”, siendo que la evaluación de la propuesta normativa dio resultado negativo y que no 
contiene trámites, requisitos ni procedimientos, por lo que se determinó que no se requería 
proseguir con el análisis regulatorio de cita. 

Por tanto; 
DECRETAN: 

Reforma al artículo 2 del Decreto Ejecutivo N° 39930-MAG-MEIC-COMEX de 21 de 
setiembre de 2016; denominado “Autorización de Importación de Cuota de Arroz en Granza 

por Desabastecimiento en el Mercado Nacional”. 

Artículo 1.- Refórmese el artículo 2 del Decreto Ejecutivo N° 39930-MAG-MEIC-COMEX del 
21 de setiembre de 2016; publicado en el Alcance N° 207 al Diario Oficial La Gaceta N° 191 del 
05 de octubre de 2016, denominado “Autorización de Importación de Cuota de Arroz en Granza 
por Desabastecimiento en el Mercado Nacional”, para que el mismo se lea de la siguiente 
manera: 

“Artículo 2.- La importación a que se refiere el artículo anterior será realizada por 
la Corporación Arrocera Nacional, según lo dispuesto en el artículo 37 y 



concordantes de la Ley de Creación de la Corporación Arrocera, para el período 
comprendido desde el mes de enero de 2017 hasta el 10 de agosto de 2017.” 

Artículo 2.- EI presente Decreto Ejecutivo se comunicará a los gobiernos centroamericanos y a la 
Secretaría de Integración Económica Centroamericana (SIECA), a efecto de dar cumplimiento a 
lo dispuesto en el Convenio sobre el Régimen Arancelario y Aduanero Centroamericano. 

Artículo 3.- El presente Decreto Ejecutivo rige a partir de su publicación en el Diario Oficial La 
Gaceta. 

Dado en la ciudad de San José, a los trece días del mes de junio del año dos mil diecisiete. 

PUBLÍQUESE.- 

LUIS GUILLERMO SOLÍS RIVERA 

LUIS FELIPE ARAUZ CAVALLINI 
Ministro de Agricultura y Ganadería 

GEANNINA DINARTE ROMERO 
Ministra de Economía, Industria y Comercio 

JHON FONSECA ORDOÑEZ 
Ministro a.i. de Comercio Exterior 

1 vez.—Solicitud N° 5290.—O. C. N° 33443.—( IN2017146354 ).



MINISTERIO DE AMBIENTE Y ENERGÍA 

R-164-2017-MINAE

PODER EJECUTIVO. San José a las ocho horas con cuarenta y cinco minutos del quince de 
mayo de dos mil diecisiete. Se conoce solicitud de concesión de explotación de materiales en 
cauce de dominio público, a nombre de la sociedad ADMINISTRADORA DE PREDIOS 
DEL ATLÁNTICO S.A., cédula de personería jurídica número 3-101-262953, Expediente 
Minero N° 2-2004. 

RESULTANDO 

PRIMERO: Que el día 27 de febrero del 2004, la señora Xinia Mora Quesada, en su 
condición de Apoderada Generalísima de la sociedad ADMINISTRADORA DE PREDIOS 
DEL ATLÁNTICO S.A., cédula de personería jurídica número 3-101-262953, presentó 
formal solicitud de concesión para la extracción de materiales en el Cauce de Dominio 
Público del Río Chirripó, a la cual se le asignó el número de expediente minero 2-2004. Dicha 
solicitud tiene las siguientes características: 

LOCALIZACIÓN GEOGRÁFICA: 

SITO EN: Santa Clara distrito: 03 Horquetas y 01 Guápiles, cantón: 10 Sarapiquí y 02 
Pococí, provincias: 04 Heredia y 07 Limón. 

HOJA CARTOGRÁFICA: 
Hoja Guápiles, escala 1:50.000 del I.G.N. 

LOCALIZACIÓN CARTOGRÁFICA: 
Entre coordenadas generales: 242985.91 – 243180.00 Norte, 546376.47 – 546170.00 Este 
límite aguas arriba y 243590.00 – 243200.00 Norte, 546510.00 – 546860.00 Este límite aguas 
abajo. 

ÁREA SOLICITADA:  
17 ha 9800 m2, longitud promedio 533.82 metros, según consta en plano aportado al folio 143.  

DERROTERO: Coordenadas del vértice N° 1 243180.00 Norte, 546170.00 Este. 

 LlNEA ACIMUT DISTANCIA (Mts) 

 1 - 2 48°11’ 46.74 

RESOLUCIONES



 2 - 3 52°32’ 75.40 

 3 - 4 28°41’ 95.61 

 4 - 5 20°16’ 161.90 

 5 - 6 24°02’ 106.44 

 6 - 7 130°53’ 595.45 

 7 - 8 232°27’ 35.22 

 8 - 9 302°33’ 91.66 

 9 - 10 252°47’ 75.64 

 10 - 11 228°47’ 101.55 

 11 - 12 228°49’ 101.56 

 12 - 13 240°44’ 175.92 

 13 - 1 313°14’ 283.37 

Edicto basado en la solicitud inicial aportada el 27 de febrero del 2004, área y derrotero 
aportados el 29 de junio del 2012.   

SEGUNDO: Que mediante resolución Nº 816-2003-SETENA, de las quince horas cuarenta y 
cinco minutos del siete de julio de dos mil trece, la Secretaría Técnica Nacional Ambiental, 
aprobó el Estudio de Impacto Ambiental. Posteriormente, mediante el oficio SG-1335-2003-
SETENA de fecha 13 de agosto de 2003, la SETENA otorgó la Viabilidad Ambiental al 
Proyecto denominado Cauce de Dominio Público Río Chirripó, quedando abierta la etapa de 
Gestión Ambiental.   

TERCERO: Que mediante certificación SINAC-ACTo-ASP-PNE-CERT-341, de fecha 11 de 
julio de 2016, el Área de Conservación Tortuguero, del Sistema Nacional de Áreas de 
Conservación, certificó en lo conducente, que la ubicación consignada en el Plano Catastrado 
L-510322-98, a nombre del señor Man Sai Acon Chan, portador de la cédula de identidad
número 708220416, con un área de 53.727 metros cuadrados, que el mismo describe un
terreno que se ubica FUERA DE CUALQUIER ÁREA SILVESTRE PROTEGIDA SEA CUAL
SEA SU CATEGORIA DE MANEJO, ADMINISTRADA POR EL SISTEMA NACIONAL DE
ÁREAS DE CONSERVACION (SINAC).

CUARTO: Que el geólogo Esteban Bonilla Elizondo, en su condición de coordinador Minero 
de la Región Huetar Atlántica, de la Dirección de Geología y Minas, procedió a la revisión del 
Programa de Explotación y en oficio DGM-CRHA-060-2010, procedió a solicitar Anexo a 
dicho Programa en los siguientes términos: 

“A continuación los resultados de la revisión del Programa de Explotación Minera y Estudio 
de Factibilidad Económica del Expediente Minero No.2-2004 a nombre de la Administradora 
de Predios del Atlántico firmado por el Geólogo Luis Emilio Vargas C. 



Se analizó los puntos de éste programa, siguiendo el orden del artículo 27 del Reglamento al 
Código de Minería: 

1. Información del Proyecto:

1.1 Información del área solicitada 
El proyecto se ubica bajo las coordenadas 243678-242967 N/ 546935-546126 E de la Hoja 
Topográfica Guápiles escala 1:50000 del IGNCR, específicamente 800 m al sur del cruce a 
Río Frío.  

Menciona como obra de importancia el Puente sobre el río Chirripó el cual se ubica a unos 
800 metros aguas debajo del área solicitada.  

Los accesos propuestos es a través de finca con plano L-510322-1998 perteneciente a 
Ganadera La Cristina S.A, para lo cual adjuntan carta de Xinia Mora Quesada apoderada 
Generalísima de Ganadera La Cristina donde se autoriza a Administradora de Predios del 
Atlántico para que utilice el inmueble como acceso al río, sitio de acopio e implementación de 
infraestructura. Solo se menciona acceso por la margen derecha del río.  

La Climatología destaca con temperaturas promedio anual de 27ºC con una máxima que 
ronda los 30º C y la mínima de 21ºC. Las precipitaciones que superan 4100 mm anuales y los 
meses de mayor precipitación son junio y julio que ronda los 450 mm. 

1.2 Investigación 
Presenta una descripción amplia de la geología regional y de las unidades locales 
reconociendo dos Unidades: Depósitos Volcánicos recientes indiferenciados y una Unidad de 
Sedimentos Aluviales y Coluviales. 

Indica que se realizó el cálculo de reservas estáticas a partir de la información del plano 
topográfico se dividió el área en 7 segmentos a lo largo del cauce delimitadas por secciones 
transversales a la dirección del flujo y profundidad de 1.5 m de los horizontes extraíbles en el 
lecho del río. Además menciona un ángulo de corte lateral de 45º con una zona de protección 
de 5 metros para cada margen. 

Las reservas estáticas se calcularon en 887071 m3, no obstante al realizar el cálculo se 
promedia el perfil 0+640 con 0 en una franja de 10 metros para obtener un volumen 
adicional de 11 642 m3, situación que no se muestra en el plano; por lo tanto el volumen real 
de las reservas estáticas se debe considerar como 887059 m3.  

Las reservas dinámicas se reportan en 404 683.53 m3 por año calculando el tirante de 
socavación y multiplicándolo por el área. El tirante de Socavación depende de un cálculo de 
caudales máximos basados en diferentes periodos de retorno y de los sedimentos en 
suspensión promedios los cuales se obtuvieron por la ecuación de relación con la estación 
12-2 Cariblanco –Río Sarapiquí.

1.3 Hidrología 
El plan de explotación indica que la cuenca del río Chirripó posee un área de 357 km2 y 
presenta variaciones en la precipitación que oscilan entre 4466.7 mm al año y 3717,7 mm al 
año con máximas en julio, noviembre y diciembre. Presenta variaciones en elevación con una 
máxima corresponde con 3432 msnm y 220 msnm. El estudio presenta un cálculo de caudales 



máximos con respecto a periodos de retorno de 1, 2, 5 y 10 años. Se calculó caudales 
mínimos en el área de concesión que rondarían 25,62 m3/s mientras que se pueden esperar 
caudales máximos en el área de concesión de 431,4 m3/s.    

Los caudales máximos para periodos de retorno de 1 año es de 706.21 m3/s, mientras que 
para periodos de retorno de 5 y 10 años es de 1071,49 y 2084,0 m3/s respectivamente. En este 
mismo capítulo se indica el procedimiento de cálculo de reservas dinámicas y el 
procedimiento de cálculo de los Sedimentos en Suspensión promedio para el río Chirripó y 
las características hidráulicas básicas como velocidad y tirante de socavación.  

2. Programa de Explotación

2.1 Modelo del yacimiento. 
Indica que el yacimiento se trata de un bloque sobre el cauce del río Chirripó con una 
longitud de 640 metros y un ancho de 489 m. El depósito es continuo y posee un espesor que 
supera la profundidad propuesta y utilizada en el cálculo de reservas.  

El capítulo 8 presenta un análisis granulométrico en el cual domina en la matriz las 
fracciones de arena media seguida por arena gruesa con muy bajo porcentaje de sedimentos 
limosos y arcillosos (2%). 

2.2. Modelo de explotación. 
Se propone un único bloque de explotación de 640 metros de longitud que abarca toda el área 
de concesión. Lo justifican debido a la poca extensión que posee el área de concesión y al 
fácil acceso. 

Proponen una profundización de 1.5 metros dejando una zona de protección en ambas 
márgenes de unos 5 metros de ancho y un ángulo de ingreso y de avance de 45º. Menciona 
que se mantendrá la gradiente hidráulica natural promedio de 1.6%. 

La extracción se realizará con una retroexcavadora avanzando desde aguas abajo hacia 
aguas arriba con una extracción laminar en playones manteniendo el flujo de agua 
posicionado de manera natural en los cauces menores. También se propone la 
implementación de espigones temporales con caudales tolerables para la extracción pero que 
presenten niveles de agua más altos que no permitan la extracción de un bloque regular.   

Para esto proponen dos sistemas de extracción: uno laminar de un solo bloque de avance 
cuando los caudales lo permiten y un segundo basado en espigones temporales para acceso al 
río siempre y cuando los caudales permitan el trabajo de maquinaria. 

Se presenta una serie de medidas para mitigar los distintos impactos ambientales que vienen 
a complementar los aspectos señalados en el EsIA y en el Plan de Gestión Ambiental. 

2.2.5 Calidad de los productos y especificaciones. Para el caso de agregados para la 
construcción, se deberán presentar por lo menos los siguientes análisis de laboratorio: 
a) Abrasión.
b) Gravedad específica para finos y gruesos.
c) Sanidad.
ch) Granulometría fase fina y fase gruesa.
d) Colorimetría.



Se presenta un diagrama de Flujo del Proceso donde se presenta un quebrador primario, un 
criba vibratoria, un quebrador de cono y una criba gravitacional separada del flujo 
principal.    

Con relación a este ítem, no se presenta lo solicitado en al sección 2.2.5, del artículo 27 del 
Reglamento al Código de Minería. Se debe adjuntar los análisis de laboratorio.  

2.3 Selección de Equipos. 
Se menciona que se utilizará 2 excavadoras Caterpillar serie 350 o similar, 4 vagonetas 
roqueras de 14 m3 de capacidad 1 cargador CAT 988 o similar y un Cargador CAT 966 o 
similar. 

2.4 Selección de equipos para el tratamiento 
Se menciona la implementación de un quebrador primario de mandíbulas tipo Jaw Master 
1208 HD con capacidad 120 m3/hora además un quebrador secundario con cono triturador, 2 
zarandas vibratorias, cintas transportadoras, 3 tolvas, 1 triturador terciario, 1 criba con 
bomba, tornillo sin fin y dos generadores eléctricos. 

3   Estudios geotécnicos de los sitios donde se ubicará la infraestructura 
Se presenta plano con esquema de disposición de las áreas para el plantel de producción el 
cual se ubica en lote con plano de Catastro L-510322-1998. Dentro del esquema se observa 
la implementación de construcciones para oficinas administrativas, talleres y dispensador de 
combustible, por lo que se requiere presentar estudios de suelos para dichas edificaciones. Se 
adjunta plano de catastro L-510322-1998, además carta de Ganadera La Cristina S.A con su 
respectiva Certificación de Personería Jurídica, además de un contrato de arrendamiento de 
la propiedad. 

Con relación a este ítem, se debe adjuntar los estudios geotécnicos de los sitios donde se 
ubicarán los edificios administrativos, talleres y demás infraestructura. 

4    Información general financiera. 
No se incluye este capítulo 

5    Inversiones y costos de operación. 
No se incluye este capítulo 

Conclusiones: 

El programa de explotación entregado por la empresa Administradora de Predios del 
Atlántico S.A, no presenta la información necesaria para la aprobación, por lo tanto se 
deberá subsanar los aspectos faltantes de fondo a través de un anexo para continuar con el 
trámite.  

Se recomienda al Registro Nacional Minero notificar al concesionario la necesidad de 
presentar un anexo al programa de explotación según lo concede el artículo 33 del 
Reglamento al Código de Minería, para lo cual se recomienda otorgar 40 días de plazo una 
vez notificado; este anexo debe incluir los aspectos de fondo necesarios para la aprobación 
del mismo, por lo tanto, como mínimo, debe contener los siguientes puntos (indicados dentro 
de un cuadro en el análisis arriba realizado): 



1- Presentar los aspectos solicitados en los puntos 2.2.5: Análisis de laboratorio
de los materiales.

2- Presentar los estudios geotécnicos correspondientes en las áreas donde se
establecerá la infraestructura.

3- Adjuntar el punto 4: Información general financiera (artículo 27 del
Reglamento al Código de Minería)

4- Adjuntar el punto 5: Inversiones y costos de operación (información financiera
propia del proyecto) del artículo 27 del Reglamento al Código de Minería. Se
debe aclarar todos los puntos de este ítem y presentar una proyección a 5 años
como mínimo.

La comprobación de campo se realizó el 28 de julio de 2010 en la cual queda claro todos los 
aspectos de procedimiento y metodología, no obstante la información que se requiere es parte 
de los requisitos establecidos en el artículo 27 del Reglamento al Código de Minería. Una vez 
presentado el anexo se procederá a la revisión del mismo para poder continuar con el 
trámite…” 

QUINTO: Que una vez cumplidas las aclaraciones requeridas en el memorando DGM-
CRHA-060-2010, el geólogo Esteban Bonilla Elizondo, en oficio DGM-CRHA-078-2010 se 
pronunció al respecto, emitiendo a su vez, las respectivas recomendaciones técnicas de 
otorgamiento de la siguiente manera:  

“Se revisa anexo al programa de explotación del Expediente Minero Nº 2-2004 el cual se 
ubica en el distrito 1º Guápiles del Cantón 2º Pococí de la provincia de Limón y fue 
presentado por Luis Emilio Vargas Castillo Geólogo Nº 246 C.G.C.R., quién presta servicios 
a la empresa Administradora de Predios del Atlántico S.A solicitante de la concesión. Dicho 
anexo fue solicitado mediante oficio DGM-CRHA-060-2010 del 18 de agosto de 2010. El 
anexo se recibe el día 04/10/2010 e incluye material para aclarar los 4 aspectos que debían 
complementar la información para continuar con el trámite y que se enumeran a 
continuación: 

1- Presentar los aspectos solicitados en los puntos 2.2.5: Análisis de laboratorio
de los materiales.

2- Presentar los estudios geotécnicos correspondientes en las áreas donde se
establecerá la infraestructura.

3- Adjuntar el punto 4: Información general financiera (artículo 27 del
Reglamento al Código de Minería)

4- Adjuntar el punto 5: Inversiones y costos de operación (información financiera
propia del proyecto) del artículo 27 del Reglamento al Código de Minería. Se
debe aclarar todos los puntos de este ítem y presentar una proyección a 5 años
como mínimo.

Con respecto a la información aportada se tienen las siguientes observaciones: 

1-Se aporta ensayos de laboratorio de los materiales elaborados por el laboratorio LGC
Ingeniería de Pavimentos S.A y firmado por el Ing. Luis Guillermo Chavarría Bravo Gerente
General. Los ensayos que se presentan son:
-Análisis Granulométrico el cual cumple con los requisitos establecidos para los agregados
finos según decreto Nº 19854-MEIC



-Contenido Orgánico que muestra menos de 500 ppm en impurezas
-Resistencia a la degradación de agregados gruesos menores a 37.5 mm la cual arrojó un
resultado de 13,5 % siendo el máximo permitido 15%.
-Gravedad Específica y absorción de gruesos con un resultado de 2.673 y una absorción de
1.43%
-Gravedad Específica y absorción de finos con un resultado de 2.779 y una absorción de
5.8%.
-Sanidad de finos y gruesos que arrojó resultados de 3.17% y 1.82% respectivamente.

2-Se aporta Estudio de suelos realizado en diciembre de 2009 por el Ing. Roy Bogantes G.
con carné IC-9632. El estudio se basa en dos sondeos tipo DPL (Cono Dinámico Liviano) con
el cual se genera un perfil de las capas de suelo y se correlaciona la resistencia de dichas
capas con la consistencia (Braja, 1995 & Whitlow, 1994). Para posteriormente estimar la
capacidad de carga según la teoría de Terzaghi para suelos. Se verifica que los sondeos se
realizaron en el plano de Catastro L-510322-98 y el sondeo P1 es en el sitio donde se
pretende construir los edificios del proyecto. Concluye que se puede cimentar mediante
placas aisladas o corridas, diseñadas para la capacidad de soporte admisible recomendada
(20 ton / m2) y 0.60 m de profundidad, además indica que no se detectó el nivel freático hasta
la profundidad de 3.45 m.

3- Se presenta la información general financiera del proyecto con una Certificación del CPA
Lic. Álvaro Francisco Castro Barquero con carné Nº 3938. Algunos de los aspectos
relevantes es una inversión de 11 214 520 para la construcción de oficinas, 1 336 239 para la
construcción de una caseta de seguridad y control. Menciona que el terreno será alquilado a
la Sociedad Ganadera La Cristina S.A por un monto de 520 000 colones por mes el primer
año que tendrá un incremento del 15% anual. Se presenta carta de autorización por parte de
Xinia Mora Quesada cédula 2-180-923 apoderada general de Sociedad Ganadera La
Cristina S.A en la cual autoriza a la Sociedad Administradora de Predios del Atlántico S.A. a
utilizar el terreno con plano de catastro L-510322-1998 para la instalación de obras de
infraestructura, patios de acopio y accesos.

En cuanto a la mano de obra se presenta un costo total por mes de 3 957 410 colones un 
importe de cargas sociales por mes de 1 404 880 colones y 1 050 000 colones por salario de 
consultores externos por mes. 

4-Se presenta un Flujo de Caja proyectado a 7 años con un desglose mensual del primer año
y las inversiones y costos de operación. Se destaca una inversión de edificios e instalaciones
por 13 372 842 colones y un costo anual por alquiler de maquinaria y equipo por 1 618 995
456 colones incluyendo los quebradores. Los costos de mano de obra son los presentados
anteriormente y mencionan un gasto mensual por 14 746 246 colones por concepto de
repuestos, mantenimiento, materiales y suministros; en este punto se consideran combustible,
filtros y aceite, ya que la maquinaria es alquilada y no consideran seguros y depreciación.

En cuanto a las labores de recuperación ambiental estiman un total de 5 000 000 de colones 
al año. En el flujo de caja proyectado al primer año se esperan ingresos por 2 720 136 000 
colones y egresos por 2 419 785 841 colones. Se espera un efectivo disponible en el primer 
año de 300 350 158 colones. 

Conclusiones 



La comprobación de campo se realizó el 28 de Julio de 2010 coincidiendo lo observado en el 
campo con la información presentada. Una vez revisado el anexo al programa de explotación 
solicitado mediante DGM-CRHA-060-2010 se concluye que se aprueba el anexo. 

Por lo tanto se recomienda al Registro Nacional Minero dar por aprobado el Plan de 
Explotación y continuar con los trámites respectivos para el otorgamiento de la concesión.  

Con base en el plan presentado se deestacan las siguientes características; además se 
presentan las recomendaciones de otorgamiento con la finalidad de facilitar la operación del 
proyecto y para mantenerlo en apego a la legislación ambiental, minera y de seguridad 
social:  

• El proyecto se ubica entre las coordenadas 242967-243678 N/ 546126-546935 E de la
Hoja Topográfica Guápiles escala 1:50000 del IGNCR. El terreno planteado para las
operaciones (L-510322-1998) se encuentra dentro del Distrito Guápiles del Cantón de
Pococí, no obstante la margen izquierda del área concesionada pertenece al Cantón
de Sarapiquí de la Provincia de Heredia.

• El acceso propuesto es por la margen derecha a través de finca privada L-510322-
1998 y para lo cual aportan carta de autorización de Sociedad Ganadera La Cristina
S.A. Debido a la poca extensión de la concesión solo se deberá permitir un acceso por
cada margen.

• No se podrá acceder a la concesión por la margen izquierda sin previa comunicación
y solicitud ante la DGM.

• Los materiales a extraer son arena y grava aluvial. La grava incluye, grava fina,
grava gruesa y bloques aluviales.

• Se recomienda un plazo de otorgamiento de 10 años.
• La tasa de extracción se asigna en 30 000 m3 por mes, debido a que incluso

extrayendo la tasa máxima siempre queda un superávit de 1 300 000 m3 al final de los
10 años, si no existen variaciones significativas en las condiciones hidrológicas.

• Debido a que el proyecto va a subsistir de la relación entre reservas estáticas y
dinámicas y al buen balance que la empresa haga entre ellas, se recomienda solicitar
un estudio de actualización de reservas estáticas cada año que debe presentarse con el
informe anual de labores, y un estudio actualizado de reservas dinámicas en la mitad
del plazo como mínimo.

• No se debe extraer material por debajo de 1.5 metros de profundidad desde el nivel
inferior del cauce.

• El horario de operaciones autorizado será de 5 de la mañana 5 de la tarde de lunes a
sábado. No se podrá trabajar fuera de este horario sin previa solicitud a la DGM.

• Se autoriza la siguiente maquinaria: 2 excavadoras Caterpillar serie 350 o similar, 4
vagonetas roqueras de 14 m3 de capacidad, 1 cargador CAT 988 o similar y un
Cargador CAT 966 o similar. Solamente una excavadora a la vez puede trabajar en el
cauce. En caso de requerir trabajos adicionales en el cauce o la utilización de
maquinaria no mencionada en la lista anterior se deberá solicitar la autorización a la
DGM.

• Para el procesamiento se dispondrá del siguiente equipo: quebrador primario de
mandíbulas tipo Jaw Master 1208 HD con capacidad 120 m3/hora, además un
quebrador secundario con cono triturador, 2 zarandas vibratorias, cintas
transportadoras, 3 tolvas, 1 triturador terciario, 1 criba con bomba, tornillo sin fin y
dos generadores eléctricos. En caso de que se presenten modificaciones al equipo
informar oportunamente a la DGM.



• Seguir las recomendaciones generadas en el Estudio de Suelos elaborado por el Ing.
Roy Bogantes, a la hora de realizar las cimentaciones y apoyo de pisos y contrapisos
de la obras de infraestructura.

• No se deben realizar labores mineras fuera del área concesionada.
• Se debe cumplir con la reglamentación del Código de Minería, en cuanto

amojonamiento, reglamento de seguridad laboral, rotulación de la concesión.
• Se debe cumplir con las medidas ambientales establecidas en el EsIA, además de

cumplir con un programa de reforestación de la zona de protección del río, debida
protección de la erosión mediante enrocados con material sobretamaño y
centralización del caudal.

• Además darle mantenimiento a las pilas de sedimentación y utilizar las lonas para
evitar la contaminación con polvo a la atmósfera.

• Se estará revisando la presencia en las oficinas del proyecto de la bitácora geológica
correspondiente al periodo en curso, plano topográfico actualizado con los sectores
de extracción recientes, bitácora de actividades, memoria de ventas, almacenamiento
y extracción, lista de personal; se verificará el cumplimiento del reglamento de
seguridad.

• El establecimiento de metodologías de extracción mediante la implementación de
espigones solo será permitida con previa solicitud y valoración de campo por parte de
un geólogo de la DGM.

• Se prohíbe el ingreso de vagonetas de clientes o de otras personas al frente de
extracción. Solo la maquinaria aprobada podrá hacer ingreso al cauce.

• No realizar cortes verticales en las orillas del cauce para lo que será necesario incluir
dentro de los planes operativos, una zona de protección adicional en la cual no se
extraerán materiales, además de mantener un ángulo de ingreso adecuado con las
condiciones hidráulicas actuales“.

SEXTO: Que tomando en cuenta el tiempo transcurrido, desde la emisión de las anteriores 
recomendaciones técnicas a la fecha, el geólogo Esteban Bonilla Elizondo, procedió a revisar 
nuevamente la documentación técnica aportada, con el fin de verificar si la misma se 
encontraba acorde con el estado actual del área solicitada en concesión. En ese sentido, en 
oficio DGM-CMRHA-081-2016 indicó:  

“… El Programa de Explotación Minera y Estudio de Factibilidad Económica del expediente 
2-2004 se revisó y se presentaron los resultados de dicha revisión en el oficio DGM-CRHA-
060-2010 del 18 de agosto de 2010 en el que se indicó la necesidad de presentar un
documento anexo. Este anexo fue revisado mediante oficio DGM-CRHA-078-2010 del 20 de
octubre de 2010, en el cual se indica que se da por aprobado el Programa de Explotación y se
recomienda continuar con los trámites respectivos para el otorgamiento de la concesión en
caso de cumplir el resto de requisitos.

En esa oportunidad se emitieron recomendaciones de otorgamiento además de información 
necesaria que se incluye dentro de la lista de recomendaciones con la finalidad de que la 
administración minera pueda ejercer un control adecuado del recurso minero. 

Me permito indicarle que se volvió a revisar la siguiente documentación: Estudio de Impacto 
Ambiental del expediente SETENA N° 674-2002, Estudio Técnico Geológico y su 
Actualización presentada en julio del año 2010, así como el documento Anexo requerido 
mediante oficio DGM-CRHA-060-2010 y que se presentó en octubre de 2010. Se comparó la 
información con el estado actual del sitio mediante visita de campo el día 15 de julio de 2016.  



De acuerdo con la visita realizada al sitio de solicitud y revisando nuevamente la 
documentación técnica presentada en su oportunidad, me permito concluir que la 
información técnica se ajusta adecuadamente a las condiciones actuales del sistema fluvial, 
además las explicaciones del proyecto se encuentran dentro de un parámetro de 
razonabilidad con respecto a lo observado en el campo y las variaciones existentes de las 
reservas con respecto a las modificaciones del área de concesión que se observan en el 
expediente administrativo, son de carácter despreciable, por lo que se considera que los 
cálculos de reservas presentado en el 2010 son una aproximación aceptable de las reservas 
presentes en el área actual de solicitud. 

Por lo tanto, se concluye que no es necesario la presentación de información adicional para 
análisis de reservas, ya que los cálculos presentados en el 2010 se ajustan de manera 
aproximada a la realidad actual. 

Cabe destacar que los avances en la compresión de los sistemas fluviales y en los métodos de 
aprovechamiento racional del recurso minero que se encuentra presente en los mismos, han 
hecho que la administración establezca límites de extracción usando criterios técnicos en las 
concesiones mineras actuales. Es por esta razón que se genera la siguiente recomendación 
técnica de otorgamiento adicional a las ya indicadas en el oficio DGM-CRHA-078-2010 del 
20 de octubre de 2010: 

• Se establece como nivel base la cota 240 en el límite de aguas abajo y de 255 indicada
en el límite de aguas arriba según la referencia presentada en el plano de concesión
con curvas de nivel que se presentó en el Anexo al programa de explotación. La unión
de estos niveles establecen un perfil de equilibrio que debe entenderse como una
superficie con un nivel topográfico fijo, por debajo de la cual no se podrá realizar
extracción.

Es importante aclarar que la ubicación indicada en el oficio DGM-CRHA-078-2010 no es la 
ubicación definitiva, ya que la ubicación del área de concesión es establecida con la 
elaboración de edictos y puede haber pequeñas variaciones con respecto a la indicada en 
dicho oficio.” 

SÉPTIMO: En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 34 del Reglamento al Código de 
Minería, consta en el expediente administrativo el oficio DA-4162-2010 de fecha 29 de 
noviembre  de 2010, mediante el cual la Dirección de Aguas, consideró conveniente que se 
otorgue la concesión de explotación de materiales en el Río Chirripó con las siguientes 
condiciones:  

1. El área a explotar será de 27 ha. 3434.826 m2 en el cauce del río Chirripó en
Horquetas de Sarapiquí, provincia de Heredia.

2. El material a extraer será piedra, grava y arena, quedando claro que queda
totalmente prohibido extraer material del piso firme del cauce del río por lo que será
sólo permitida la extracción del material arrastrado.

3. Queda totalmente prohibida la extracción de materiales de las márgenes del río.
4. La extracción de los materiales será mecanizada en forma laminar por lo que no se

deben utilizar ningún tipo de equipo que no garantice éste tipo de extracción.
5. Podrá ser realizada en toda época del año en que no sea impedida por las crecidas

normales del río.



6. Queda totalmente prohibida la acumulación de materiales en el cauce del río para
evitar que se puedan presentar represamientos.

7. Se deberá dejar en el caso de estructuras existentes y tomas de concesiones de agua
(Puentes y otras) una distancia de 200 m para evitar posibles daños.

Es importante indicar que la solicitud de concesión cuenta con la viabilidad ambiental de la 
Secretaría Técnica Nacional Ambiental (SETENA), según resolución No. SG-1335-2003-
SETENA del 13 de agosto de 2003 y que de acuerdo a nuestros registros, no existen 
concesiones de agua dentro de la zona de extracción ni aguas abajo del Río Chirripó, que 
eventualmente podrían verse afectadas por la actividad de extracción de materiales de dicho 
río.” 

De igual manera, por el tiempo transcurrido, la Dirección de Aguas a solicitud del Registro 
Nacional Minero, en oficio DA-1095-2016 de fecha 16 de agosto de 2016 indicó:   

 “… En la actualidad el área varió disminuyendo a 10 ha. 3948.20 m2 en lugar de 27 ha. 
3434.826 m2, manteniéndose en todos los extremos lo indicado en el oficio del 2010. En vista 
de lo anteriormente indicado se considera conveniente mencionar que no existe inconveniente 
para el otorgamiento de la concesión manteniendo los puntos supracitados, variando en lo 
que respecta al área solicitada”.   

OCTAVO: Que publicados los edictos en el Diario Oficial La Gaceta, tal y como lo dispone 
el artículo 80 del Código de Minería, el día 21 de febrero del 2011, el señor Melvin Chacón 
Méndez presentó oposición contra la presente solicitud. Dicha oposición fue rechazada por 
esta Dirección según resolución N° 679 de las ocho horas treinta minutos del veintiséis de 
julio de dos mil once. Acto administrativo, que luego de los recursos de ley interpuestos, fue 
confirmado por el superior en resolución R-272-2014-MINAE de las diez horas treinta 
minutos del diez de setiembre de dos mil catorce. Por lo tanto, de acuerdo a lo estipulado por 
el artículo 84 del Código de Minería, una vez resuelto lo procedente es que la Dirección de 
Geología y Minas, emita la respectiva recomendación de otorgamiento de la concesión de 
explotación en cauce de dominio público, a favor de la sociedad supra citada. 

NOVENO: Que de conformidad con el artículo 37 del Reglamento al Código de Minería, de 
previo a emitir el expediente en recomendación, la Dirección de Geología y Minas, deberá 
verificar que el interesado haya cumplido con el pago de la garantía ambiental según el monto 
señalado por la Secretaría Técnica Nacional Ambiental en la resolución de aprobación del 
EsIA. En ese sentido, analizado el expediente minero N° 2-2004, consta que el día 16 de junio 
del 2016, se presentó el comprobante de dicho pago ante la SETENA. 

DÉCIMO: Que es importante aclarar que en el presente expediente 2-2004, hubo dos 
situaciones que hicieron alargar el trámite de obtención de la concesión a nombre de la 
sociedad Administradora de Predios del Atlántico S.A, debiéndose por ello, actualizar alguna 
información técnica. Inicialmente, fue una solicitud de rechazo y archivo del expediente 2-
2004, presentada por Constructora del Noreste S.A. Posteriormente, producto de la 
publicación de los edictos que manda el artículo 80 del Código de Minería, se presentó una 
oposición a la cual se le dio el debido trámite, concluyendo con la confirmación del rechazo 
de dicha oposición por el superior, en resolución R-272-2014-MINAE de las diez horas treinta 
minutos del diez de setiembre de dos mil catorce. Una vez resuelto lo anterior, se procedió a 
continuar con el trámite. 



CONSIDERANDO 

PRIMERO: Que con fundamento en el artículo primero del Código de Minería, el Estado 
tiene el dominio absoluto, inalienable e imprescriptible de todos los recursos minerales 
existentes en el país, teniendo la potestad el Poder Ejecutivo de otorgar concesiones para el 
reconocimiento, exploración, y explotación de los recursos mineros, sin que se afecte de algún 
modo el dominio estatal sobre esos bienes.  

SEGUNDO: Que el Ministerio de Ambiente y Energía, es el órgano rector del Poder 
Ejecutivo en materia minera, para realizar sus funciones, Ministerio que cuenta con la 
Dirección de Geología y Minas, como ente encargado de tramitar las solicitudes de 
concesión. La resolución de otorgamiento de la concesión es dictada por el Presidente de la 
República y el Ministro de Ambiente y Energía, previo análisis técnico-legal y recomendación 
de la Dirección de Geología y Minas, acerca de su procedencia. Al respecto el artículo 6 
incisos 7 y 8 del Reglamento al Código de Minería N° 29300 en cuanto a las funciones de la 
Dirección de Geología y Minas, dispone:   

“…7. Remitir la respectiva resolución de recomendación de otorgamiento del permiso o de la 
concesión al Ministro del Ambiente y Energía cuando así proceda. 
8. Recomendar al Poder Ejecutivo las prórrogas, suspensiones de labores, traspasos de
derechos o cancelaciones, cuando procedan…”

TERCERO: Que el artículo 36 del Código de Minería dispone lo siguiente: 

“…Artículo 36.—El MINAE podrá otorgar concesiones de explotación de materiales en 
cauces de dominio público por un plazo máximo de diez años, prorrogable hasta cinco años 
mediante resolución debidamente fundamentada, de acuerdo con el procedimiento que se 
establezca en el Reglamento de esta Ley. El plazo se contará a partir de la aprobación del 
respectivo estudio de impacto ambiental…”  

CUARTO: Que el artículo 38 del Reglamento al Código de Minería, dispone lo siguiente: 

“… Artículo 38: De la recomendación. Cumplidos todos los requisitos la DGM y observando 
los plazos establecidos en el artículo 80 del Código, mediante oficio, remitirá la 
recomendación al Ministro del Ambiente y Energía, indicando si de acuerdo al mérito de los 
autos procede el otorgamiento del permiso de exploración minera o de concesión de 
explotación.  La resolución de otorgamiento será dictada por el Presidente de la República y 
el Ministro del Ambiente y Energía…” 

QUINTO: Que analizado el expediente administrativo N° 2-2004, a nombre de la sociedad 
ADMINISTRADORA DE PREDIOS DEL ATLÁNTICO S.A., se determinó, que dicha 
sociedad ha cumplido con los requisitos necesarios y establecidos en la legislación minera, 
para obtener la concesión de explotación de materiales en el Cauce de Dominio Público del 
Río Chirripó, ubicado en las provincias de Heredia y Limón. De ahí, que de conformidad con 
lo dispuesto por el artículo 38 del Reglamento al Código de Minería, por lo que la Dirección 
de Geología y Minas, recomendó el dictado la respectiva resolución de otorgamiento de 
concesión minera. 



SEXTO: Que la sociedad ADMINISTRADORA DE PREDIOS DEL ATLÁNTICO S.A., 
como concesionaria del expediente Nº 2-2004, para mantener su concesión vigente, deberá 
cumplir durante la ejecución de las labores de explotación, con cada una de las 
recomendaciones técnicas señaladas por el Geólogo Esteban Bonilla Elizondo, en los 
memorándums DGM-CRHA-078-2010 y DGM-CMRHA-081-2016, así como, acatar 
cualquier otra recomendación que le gire la Dirección de Geología y Minas. De igual manera, 
queda sujeta al cumplimiento de obligaciones y al disfrute de derechos, señalados en los 
artículos 33 y 34 del Código de Minería y en los artículos 41 y 69 del Reglamento Nº 29300.  

POR TANTO 

El Presidente de la República y el Ministro de Ambiente y Energía 

Resuelven: 

PRIMERO: Con fundamento en lo dispuesto en en el artículo 36 del Código de Minería y en los 
artículos 6 inciso 7), y 38 del Reglamento a dicho Código y los considerandos de la presente 
resolución, otorgar a favor de la sociedad ADMINISTRADORA DE PREDIOS DEL 
ATLÁNTICO S.A., cédula de personería jurídica número 3-101-262953, concesión de 
explotación de materiales en Cauce de Dominio Público del Río Chirripó, ubicado en: Santa 
Clara Distrito: 03 Horquetas y 01 Guápiles, Cantón: 10 Sarapiquí y 02 Pococí, Provincia: 04 
Heredia y 07 Limón, por un plazo de 10 años.  

SEGUNDO: Los materiales a explotar según memorando DGM-CRHA-078-2010, consisten en 
arena y grava aluvial y con una tasa de extracción recomendada de 30 000 m³ por mes, debido a 
que incluso extrayendo la tasa máxima, siempre queda un superávit de 1 300 000 m3 al final de 
los 10 años, sino existen variaciones significativas en las condiciones hidrológicas.  

TERCERO: Las labores de explotación se deberán ejecutar de acuerdo con el plan inicial de 
trabajo, previamente aprobado y cumpliendo las recomendaciones que al efecto señaló la 
Secretaría Técnica Nacional Ambiental, la Dirección de Aguas y esta Dirección de Geología y 
Minas en los memorando DGM-CRHA-078-2010 y DGM-CMRHA-081-2016 del geólogo 
Esteban Bonilla Elizondo, las cuales son las siguientes: 

DGM-CRHA-078-2010: 
“… 

• El proyecto se ubica entre las coordenadas 242967-243678 N/ 546126-546935 E de la
Hoja Topográfica Guápiles escala 1:50000 del IGNCR. El terreno planteado para las
operaciones (L-510322-1998) se encuentra dentro del Distrito Guápiles del Cantón de
Pococí, no obstante la margen izquierda del área concesionada pertenece al Cantón
de Sarapiquí de la Provincia de Heredia.

• El acceso propuesto es por la margen derecha a través de finca privada L-510322-
1998 y para lo cual aportan carta de autorización de Sociedad Ganadera La Cristina
S.A. Debido a la poca extensión de la concesión solo se deberá permitir un acceso por
cada margen.

• No se podrá acceder a la concesión por la margen izquierda sin previa comunicación
y solicitud ante la DGM.



• Los materiales a extraer son arena y grava aluvial. La grava incluye, grava fina,
grava gruesa y bloques aluviales.

• Se recomienda un plazo de otorgamiento de 10 años.
• La tasa de extracción se asigna en 30 000 m3 por mes, debido a que incluso

extrayendo la tasa máxima siempre queda un superávit de 1 300 000 m3 al final de los
10 años, si no existen variaciones significativas en las condiciones hidrológicas.

• Debido a que el proyecto va a subsistir de la relación entre reservas estáticas y
dinámicas y al buen balance que la empresa haga entre ellas, se recomienda solicitar
un estudio de actualización de reservas estáticas cada año que debe presentarse con el
informe anual de labores, y un estudio actualizado de reservas dinámicas en la mitad
del plazo como mínimo.

• No se debe extraer material por debajo de 1.5 metros de profundidad desde el nivel
inferior del cauce.

• El horario de operaciones autorizado será de 5 de la mañana 5 de la tarde de lunes a
sábado. No se podrá trabajar fuera de este horario sin previa solicitud a la DGM.

• Se autoriza la siguiente maquinaria: 2 excavadoras Caterpillar serie 350 o similar, 4
vagonetas roqueras de 14 m3 de capacidad, 1 cargador CAT 988 o similar y un
Cargador CAT 966 o similar. Solamente una excavadora a la vez puede trabajar en el
cauce. En caso de requerir trabajos adicionales en el cauce o la utilización de
maquinaria no mencionada en la lista anterior se deberá solicitar la autorización a la
DGM.

• Para el procesamiento se dispondrá del siguiente equipo: quebrador primario de
mandíbulas tipo Jaw Master 1208 HD con capacidad 120 m3/hora, además un
quebrador secundario con cono triturador, 2 zarandas vibratorias, cintas
transportadoras, 3 tolvas, 1 triturador terciario, 1 criba con bomba, tornillo sin fin y
dos generadores eléctricos. En caso de que se presenten modificaciones al equipo
informar oportunamente a la DGM.

• Seguir las recomendaciones generadas en el Estudio de Suelos elaborado por el Ing.
Roy Bogantes, a la hora de realizar las cimentaciones y apoyo de pisos y contrapisos
de la obras de infraestructura.

• No se deben realizar labores mineras fuera del área concesionada.
• Se debe cumplir con la reglamentación del Código de Minería, en cuanto

amojonamiento, reglamento de seguridad laboral, rotulación de la concesión.
• Se debe cumplir con las medidas ambientales establecidas en el EsIA, además de

cumplir con un programa de reforestación de la zona de protección del río, debida
protección de la erosión mediante enrocados con material sobretamaño y
centralización del caudal.

• Además darle mantenimiento a las pilas de sedimentación y utilizar las lonas para
evitar la contaminación con polvo a la atmósfera.

• Se estará revisando la presencia en las oficinas del proyecto de la bitácora geológica
correspondiente al periodo en curso, plano topográfico actualizado con los sectores
de extracción recientes, bitácora de actividades, memoria de ventas, almacenamiento
y extracción, lista de personal; se verificará el cumplimiento del reglamento de
seguridad.

• El establecimiento de metodologías de extracción mediante la implementación de
espigones solo será permitida con previa solicitud y valoración de campo por parte de
un geólogo de la DGM.

• Se prohíbe el ingreso de vagonetas de clientes o de otras personas al frente de
extracción. Solo la maquinaria aprobada podrá hacer ingreso al cauce.



• No realizar cortes verticales en las orillas del cauce para lo que será necesario incluir
dentro de los planes operativos, una zona de protección adicional en la cual no se
extraerán materiales, además de mantener un ángulo de ingreso adecuado con las
condiciones hidráulicas actuales“.

DGM-CMRHA-081-2016: 
“… 

• Se establece como nivel base la cota 240 en el límite de aguas abajo y de 255 indicada
en el límite de aguas arriba según la referencia presentada en el plano de concesión
con curvas de nivel que se presentó en el Anexo al programa de explotación. La unión
de estos niveles establecen un perfil de equilibrio que debe entenderse como una
superficie con un nivel topográfico fijo, por debajo de la cual no se podrá realizar
extracción. …”

CUARTO: La sociedad concesionaria, deberá cumplir con todas las obligaciones que le 
impone el Código de Minería y su Reglamento, Decreto Ejecutivo Nº 29300-MINAE, además 
de las recomendaciones que le dicten en cualquier momento la Secretaría Técnica Nacional 
Ambiental y la Dirección de Geología y Minas, caso contrario se procederá a iniciar el 
respectivo procedimiento de cancelación de la concesión.  

QUINTO: La sociedad ADMINISTRADORA DE PREDIOS DEL ATLÁNTICO S.A., 
queda sujeta al pago de las obligaciones que la legislación impone, así como acatar las 
directrices que en cualquier momento le gire la Dirección de Geología y Minas. Caso 
contrario, podría verse sometida al procedimiento de cancelación de su concesión, previo 
cumplimiento del debido proceso. 

SEXTO: Contra la presente resolución pueden interponerse los recursos ordinarios que se 
establecen en los Artículos 342 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública, 
en los plazos ahí indicados.     

SÉTIMO: NOTIFÍQUESE. Para notificar la presente resolución, al representante legal de la 
sociedad concesionaria, deberá de comunicarse con la Licda. María Auxiliadora Chaves 
Araya, al telefax número 2234-5920.  

LUIS GUILLERMO SOLÍS RIVERA   

Edgar E. Gutiérrez Espeleta 
Ministro 

EGA. 

1 vez.—( IN2017144525 ).



RES-APC-G-0145-2017 
EXP- APC-DN-528-2014 

RES-APC-G-0145-2017 

ADUANA DE PASO CANOAS, CORREDORES, PUNTARENAS. A las diez horas con treinta 

minutos del día veintidós de marzo del dos mil diecisiete. Procede a dar Inicio Procedimiento 

Administrativo Sancionatorio tendiente a la investigación de la presunta comisión de una Infracción 

Tributaria Aduanera de conformidad con el artículo 242 bis de la Ley General de Aduanas, contra el 

señor Cristiam Rodolfo Solano Sánchez con cédula de identidad número 113310603. 

RESULTANDO 

1. Mediante Acta de Inspección Ocular y/o Hallazgo número 18029,  Acta de Decomiso y/o 
Secuestro número 3535 de fecha 28 de noviembre del 2014 e informe PCF-DO-DPC-PC-INF-268-

2014 de fecha 02 de diciembre del 2014 de la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda, 
pone en conocimiento a la Aduana Paso Canoas, el decomiso, preventivo, al señor  Cristiam 
Rodolfo Solano Sánchez, de la siguiente mercancía:

Cantidad Descripción 

01 Unidad de consola de videojuego, marca Sony, tipo PS4, serie 

MB456546350 y accesorios 

01 Unidad de juego en disco compacto de Destiny 

01 Unidad de consola de videojuego marca Nintendo Wii Mini y 

accesorios 

01 Unidad de juego en disco compacto Mario Kart 

01 Unidad de juego en disco compacto Mario Bros 

Por cuanto no portaba ningún documento que amparara el ingreso lícito a territorio nacional, el 

respectivo pago de impuestos o su compra en el país mediante factura autorizada. Todo lo anterior 

como parte de la labor de control e inspección realizada en el Puesto de Control km 35, provincia de 

Puntarenas, cantón Golfito, distrito Guaycará. (Ver  folios 8 al 11 y 15 al 18). 

2. Que mediante documento recibido el 08 de diciembre del 2014, al que se le asignó en número de

consecutivo interno 3752, el interesado, propietario del bien, solicitó se le autorice cancelar los

impuestos de importación.(Ver folios 19 al 25).

3. Mediante resolución RES-APC-DN-704-2014, de las trece horas con quince minutos del día diez

de diciembre del dos mil catorce, se le autoriza al presunto infractor,  a cancelar los impuestos de

nacionalización de la misma, a la vez se le previene del posible Inicio de un Procedimiento

Sancionatorio en su contra. (Ver folios del 27 al 32).

DOCUMENTOS VARIOS
HACIENDA

SERVICIO NACIONAL DE ADUANAS



4. En fecha 05 de enero del 2015, se efectúa la nacionalización de la mercancía de marras

mediante el Documento Único Aduanero (en adelante DUA) número 007-2015-000065, en la cual

declara que el valor aduanero de la mercancía de marras asciende a $460,00 (cuatrocientos

sesenta dólares netos), y que los impuestos cancelados por concepto de nacionalización de dicha

mercancía asciende en dólares a $263,29 (doscientos sesenta y tres dólares con veintinueve

centavos), sea lo correspondiente a la suma de ¢143.666,75 (ciento cuarenta y tres mil

seiscientos sesenta y seis colones con 75/100), correspondiente al tipo de cambio, del día del

pago de los impuestos de importación. (Folio 37).

5. En el presente caso se han respetado los términos y prescripciones de ley.

CONSIDERANDO 

I- Sobre la competencia del Gerente y el Subgerente para la emisión de actos

administrativos. Que de acuerdo con los artículos 13, 24 de la LGA y los artículos 34 y 35 del

Decreto Nº 25270-H, de fecha 14 de junio de 1996, se encuentra la estructura para el Servicio

Nacional de Aduanas, así como la competencia de la Gerencia y Sugerencia en las Aduanas,

normativa que indica que las Aduanas son las unidades técnico administrativas con competencia

territorial, siendo una de sus atribuciones exigir y comprobar los elementos que determinen la

obligación tributaria aduanera e iniciar los procedimientos administrativos y atender las gestiones

que puedan derivarse de la entrada, permanencia y salida de las mercancías al territorio aduanero

nacional, por lo que le compete al Gerente de la Aduana y en ausencia de este, le corresponde al

Subgerente, conocer de las gestiones y emitir un acto final positivo o negativo en relación con lo

peticionado.

II- Es función de la Autoridad Aduanera imponer sanciones administrativas y tributarias Aduaneras,

cuando así le corresponda. Atribución que se completa con lo dispuesto por los artículos 230 y 231 de la

LGA, en donde en el primero de ellos, se establece el concepto de infracción señalado que

constituye infracción administrativa o tributaria aduanera, toda acción u omisión que contravenga o

vulnere las disposiciones del régimen jurídico aduanero, sin que califique como delito. Por su parte el

artículo 231 señala que dichas infracciones son sancionables, en vía administrativa, por la autoridad

aduanera que conozca el respectivo procedimiento administrativo, dentro del plazo de seis años

contados a partir de la comisión de infracción.

III- Que según establece el artículo 37 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA III),

2 y 79 de la LGA y 211 del Reglamento a la Ley General  de Aduanas (RLGA), es obligación básica

presentar ante las Aduanas Nacionales toda mercancía comprada en el extranjero.



IV- Objeto de Litis: El fondo del presente asunto se contrae a determinar la presunta

responsabilidad del señor Cristiam Rodolfo Solano Sánchez, por presuntamente ingresar a

territorio costarricense  la mercancía descrita en el resultando primero de la presente resolución, sin

someterla al ejercicio del control aduanero, al omitir presentar la misma ante la autoridad

correspondiente, omisión que originó que el interesado supuestamente causara una vulneración al

fisco.

V- Análisis de tipicidad y nexo causal: Según se indica en el resultando primero de la presente

resolución tenemos que Mediante Acta de Inspección Ocular y/o Hallazgo número 18029,  Acta de

Decomiso y/o Secuestro número 3535 e informe PCF-DO-DPC-PC-INF-268-2014 de la Policía de

Control Fiscal, pone en conocimiento a la Aduana Paso Canoas, el decomiso preventivo, de la

mercancía descrita en el resultando primero de la presente resolución, por cuanto no portaba ningún

documento que amparara el ingreso lícito a territorio nacional,  o el respectivo pago de impuestos.

En virtud de los hechos antes mencionados, es menester de esta aduana en atención a una 

adecuada conceptualización jurídica de los hechos aquí descritos, analizar la normativa que regula 

el ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte aduanero, la cual se encuentra 

descrita en el numeral 37 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano (CAUCA III), el artículo 

02  y 79 de la Ley General de Aduanas, así mismo tenemos que el artículo 211 del Reglamento a la 

Ley General de Aduanas. 

Aunado a lo anterior en materia sancionatoria, tenemos que la presunta  calificación legal del hecho 

correspondería a una vulneración al régimen aduanero que constituiría una eventual infracción 

tributaria aduanera que encuentra su asidero legal en el artículo 242 bis de la Ley General de 

Aduanas, vigente al momento del decomiso, que indicaba ad literam lo siguiente: 

“Constituirá infracción tributaria aduanera y será sancionada con una multa equivalente al valor 

aduanero de las mercancías, las conductas establecidas en el artículo 211 de esta Ley, siempre que 

el valor aduanero de las mercancías no supere los cincuenta mil pesos centroamericanos o su 

equivalente en moneda nacional, aunque con ello no cause perjuicio fiscal.”  

De lo anterior tenemos que aquellas situaciones o supuestos que en principio constituyan delitos 

conformes con el numeral 211 de la Ley General de Aduanas, pero que el valor aduanero no supere 

los cincuenta mil pesos centroamericanos, en cuyo caso se consideran infracciones tributarias 

aduaneras, para efectos de sancionarlas en sede administrativa. 

Partiendo de ello tenemos que en el presente caso le podría resultar aplicable el artículo 242 bis de 

la Ley General de Aduanas,  ya que de lograrse probar los hechos que constan en el expediente, la 

conducta desplegada por el señor Solano Sánchez, podría ser la de eludir el control aduanero, e 

incluso pudo ser constituida en un posible delito de contrabando sancionable en sede penal, pero 



aun cuando no cumplió con los supuestos del tipo penal, la mercancía no fue presentada ante la 

aduana respectiva sino que por intervención oportuna de la Policía de Control Fiscal del Ministerio 

de Hacienda,  que proceden con el decomiso de la mercancía. Sin embargo, en razón de la cuantía, 

el propio legislador lo sanciona como una infracción tributaria aduanera aplicable en sede 

administrativa. 

Por lo que en el presente caso, la conducta desplegada por el administrado podría corresponder al 

artículo 211 de la Ley General de Aduanas que a la letra indicaba al momento del decomiso: 

“Será sancionado con una multa de dos veces el monto del valor aduanero de las mercancías objeto 

de contrabando y con pena de prisión de tres a cinco años, cuando el valor aduanero de la 

mercancía exceda los cincuenta mil pesos centroamericanos, aunque con ello no cause perjuicio 

fiscal, quien:  

a) Introduzca o extraiga, del territorio nacional, mercancía de cualquier clase, valor, origen o

procedencia, eludiendo el control aduanero.

b) Transporte, almacene, adquiera, venda, done, oculte, use, dé o reciba en depósito, destruya

o transforme, mercancía de cualquier clase, valor, origen o procedencia introducida al país,

eludiendo el control aduanero.

(…) 

De manera, que en el presente caso, la supuesta infracción se estaría cometiendo, de probarse, al 

introducir y transportar en territorio nacional una mercancía, que no se sometió al ejercicio del control 

aduanero, al omitir presentar la mercancía ante la autoridad aduanera correspondiente por parte del 

interesado, quien al final de cuentas es el que la transportaba. Omisión que violaría el control 

aduanero y con ello se quebrantaría el régimen jurídico aduanero, toda vez que el usuario, tenía la 

obligación de presentar la mercancía ante la Aduana al ingresarlas en territorio nacional, siendo en 

la especie; de probarse; aplicables los presupuestos del artículo 242 bis de la LGA, ya que tal 

omisión contiene  en principio los elementos de figura de contrabando, pero que en razón de la 

cuantía y de conformidad con la norma este tipo de conducta se deberá sancionar como infracción 

tributaria aduanera, aplicando una multa consistente al valor aduanero de las mercancías que 

ocasionó la eventual vulneración al régimen jurídico aduanero. 

De conformidad con el artículo 242 bis de la LGA ya indicado y de acuerdo con los hechos descritos 

anteriormente tenemos como posible consecuencia Legal del presente procedimiento la aplicación  

eventual, de demostrarse como ciertos los hechos aquí indicados, de una sanción de multa 

equivalente al valor aduanero de las mercancías que ocasionó la eventual vulneración al régimen 

jurídico aduanero en el caso que nos ocupa  dicho valor aduanero asciende a $460,00 



(cuatrocientos sesenta dólares netos), que de acuerdo al artículo 55 de la LGA inciso c punto 2, 

convertidos en moneda nacional al tipo de cambio del momento de cometer la presunta infracción, 

que es el momento del decomiso preventivo, sea el 28 de noviembre de 2014, de acuerdo con el tipo 

de cambio por dólar a razón de ¢541,50 colones por dólar, correspondería a la suma de ¢249.090,00 

(doscientos cuarenta y nueve mil noventa colones con 00/100). 

Que lo procedente de conformidad con los artículos 231 y 234 de la LGA y en relación con los 

artículos 533 de  535 de su Reglamento, es dar oportunidad procesal el interesado, para que en un 

plazo de CINCO DIAS hábiles posteriores a la notificación de la presente resolución y de 

conformidad con el principio de derecho a la defensa, presente sus alegatos y pruebas pertinentes 

en descargo de los hechos señalados. 

POR TANTO 

En uso de las facultades que la LGA y su Reglamento, otorgan a esta Gerencia y de conformidad 

con las consideraciones y disposiciones legales señaladas, resuelve: PRIMERO: Iniciar 

Procedimiento Administrativo Sancionatorio contra el señor Cristiam Rodolfo Solano Sánchez con 

cédula de identidad número 113310603,  tendiente a investigar la presunta comisión de infracción 

tributaria aduanera establecida en el artículo 242 bis de la LGA, sancionable con una multa 

equivalente al valor aduanero de las mercancías que ocasionó la eventual vulneración al régimen 

jurídico aduanero, y que en el caso que nos ocupa dicho valor aduanero asciende a $460,00 

(cuatrocientos sesenta dólares netos), que convertidos en moneda nacional al tipo de cambio del 

momento de cometer la presunta infracción, que es el momento del decomiso preventivo, sea el 28 

de noviembre de 2014, de acuerdo con el tipo de cambio por dólar a razón de ¢541,50 colones por 

dólar, correspondería la multa a la suma de ¢249.090,00 (doscientos cuarenta y nueve mil 

noventa colones con 00/100),  por la eventual introducción a territorio nacional de una mercancía, 

que no se sometió al ejercicio del control aduanero, cuya acción u omisión presuntamente significó 

una vulneración del régimen jurídico aduanero, de conformidad con el artículo 242 bis de la Ley 

General de Aduanas. SEGUNDO: Que el pago puede realizarse mediante depósito (transferencia) 

en las cuentas del Banco de Costa Rica 001-0242476-2, o del Banco Nacional de Costa Rica 100-

01-000-215933-3, ambas a nombre del Ministerio de Hacienda-Tesorería Nacional-Depósitos varios,

por medio de entero a favor del Gobierno. TERCERO: Que lo procedente, de conformidad con los

artículos 231, 234 y 242 bis, de la LGA y en relación con los artículos 533 de 535 de su Reglamento,

es dar oportunidad procesal al interesado, para que en un plazo de CINCO DIAS hábiles posteriores

a la notificación de la presente resolución y de conformidad con el principio de derecho a la defensa,

presente sus alegatos y pruebas en descargo de los hechos señalados. CUARTO: El expediente

administrativo No. APC-DN-528-2014, levantado al efecto, queda a su disposición, para su lectura,

consulta o fotocopiado, en el Departamento Normativo de esta Aduana. QUINTO: Se le previene al

interesado, que debe señalar lugar o medio para atender notificaciones futuras, dentro de la

jurisdicción de esta Aduana, bajo el apercibimiento de que en caso de omitirse ese señalamiento, o



de ser impreciso, inexistente o de tomarse incierto el que hubiese indicado, las futuras resoluciones 

que se dicten  se les tendrá por notificadas por el solo transcurso de veinticuatro horas (24 horas), a 

partir del día siguiente en la que se omitió (notificación automática). Se le advierte que en caso de 

que señale medio (fax), al comprobarse por el notificador que se encuentra descompuesto, 

desconectado, sin papel o cualquier otra anomalía que impida la transmisión (recepción), se le 

aplicará también la notificación automática. Si el equipo contiene alguna anomalía para la recepción 

de las notificaciones deberá comunicarlo de inmediato a esta Dirección y hacer el cambio 

correspondiente en el medio señalado. NOTIFÍQUESE: La presente resolución al señor Cristiam 

Rodolfo Solano Sánchez  a la siguiente dirección: Puntarenas, El Roble, Barrio Monseñor 

Sanabria, casa número 21 a mano izquierda de color blanca, o, en su defecto, comuníquese y 

publíquese en el Diario Oficial La Gaceta, conforme el artículo 194 de la Ley General de Aduanas. 

Luis Fernando Vásquez Castillo, Gerente 

Aduana Paso Canoas 

1 vez.—O. C. N° 3400031718.—( IN2017146165 ).

V.B. Licdo. Gianni Baldi Fernández 
Jefe. Departamento Normativo 

Licda. Sobeyda Romero Aguirre 
Func. Departamento Normativo



EXPEDIENTE  APC-DN-411-2011 

RES-APC-G-207-2017 

ADUANA DE PASO CANOAS, CORREDORES, PUNTARENAS. A las catorce 
horas con treinta minutos del día 02 de mayo de 2017. Inicio Procedimiento 
Administrativo Sancionatorio tendiente a la investigación de la presunta comisión de una 
infracción Tributaria Aduanera de conformidad con el artículo 242 bis de la Ley General de 
Aduanas, contra el señor Benilda Gómez Calderón portadora de la cédula de identidad 
número 900830418. 

RESULTANDO 

1. Que mediante Acta de Decomiso de vehículo, número 031 del 07 de julio de 2011,
la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda, ponen en conocimiento de la
Aduana Paso Canoas, el decomiso realizado mediante el acta en cita, al amparo de la cual
se retuvo la siguiente mercancía tipo vehículo: marca: Mitsubishi, estilo Montero GLS,
todo terreno, número de VIN JMY0RV460WJ000984; a la presunta infractora por cuanto
no contaba con documentación que demostrara la cancelación de los tributos aduaneros de
importación. Todo lo anterior como parte de la labor de control e inspección realizada en la
vía pública: Puntarenas, Corredores, 400 metros sur del colegio La Cuesta, (folio 01).

2. Mediante la gestión N1316, con fecha de recibido por la Aduana Paso Canoas, el 08
de julio de 2011, la presunta infractora solicita se le autorice cancelar los impuestos del
vehículo de marras (ver folio 14).

3. Mediante resolución RES-APC-DN-358-2011, de las trece horas con treinta
minutos del día 08 de julio de 2011, se autoriza a la interesada a cancelar los impuestos del
vehículo descrito en el resultando primero de la presente resolución (FOLIOS DEL 21-26).

4. En fecha 08 de julio de 2011, la presunta infractora efectúa la nacionalización de la
mercancía de marras mediante el Documento Único Aduanero (en adelante DUA) número
007-2011-020165 en la cual declara que el valor aduanero de la mercancía de marras
asciende a $3.440.00 (tres mil cuatrocientos cuarenta dólares).

5. Mediante acatas visibles a folio 52 y 53, se procedió a notificar resolución RES-
APC-G-606-2015, mediante la cual se inicia Procedimiento Administrativo Sancionatorio,



EXPEDIENTE  APC-DN-411-2011 

no siendo posible notificar debido a que según se indica en el acta en la dirección prevista: 
“la vivienda se encuentra desocupada” por lo que se emite la presente resolución que 
sustituye la señalada, a efectos de poder realizar la notificación por Edicto en el Diario 
Oficial La Gaceta (folios del 42 al 53). 

6. En  el  presente caso se han   respetado los  términos  y  prescripciones  de  ley.

CONSIDERANDO 

I- SOBRE LA COMPETENCIA DE LA GERENCIA: Que de conformidad con los
artículos 6, 7,y 9 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano,(CAUCA III), 6 inciso
c), 22, 23, 24, literal i), y 242 bis de la Ley General de Aduanas (LGA), artículos 35 y 35
bis de su Reglamento y reformas se inicia el procedimiento administrativo sancionatorio.

II- Es función de la Autoridad Aduanera imponer sanciones administrativas y tributarias
Aduaneras, cuando así le corresponda. Atribución que se completa con lo dispuesto por los
artículos 230 y 231 de la  Ley General de Aduanas, en donde en el primero de ellos, se
establece el concepto de infracción señalado que constituye infracción administrativa o
tributaria aduanera, toda acción u omisión que contravenga o vulnere las disposiciones del
régimen jurídico aduanero, sin que califique como delito. Por su parte el artículo 231 señala
que dichas infracciones son sancionables, en vía administrativa, por la autoridad aduanera
que conozca el respectivo procedimiento administrativo, dentro del plazo de seis años
contados a partir de la comisión de infracción.

III- Que según establece el artículo 37 del código Aduanero Uniforme Centroamericano
(CAUCA III), 2 y 79 de la Ley General de Aduanas  y 211 del Reglamento a la Ley
General  de Aduanas (RLGA) , es obligación básica presentar ante las Aduanas Nacionales
toda mercancía comprada en el extranjero.

IV- Objeto de litis: El fondo del presente asunto se contrae a determinar la presunta
responsabilidad de la interesada, por presuntamente ingresar y transportar en Costa Rica el
vehículo descrito en el resultando primero de la presente resolución, sin someterlo al
ejercicio del control aduanero, omisión que originó que supuestamente se causara una
vulneración al fisco de $2.721.60 (dos mil setecientos veintiún dólares con sesenta
centavos) (folio 32).



V- Análisis de tipicidad y nexo causal: Según se indica en el resultando primero de la 
presente resolución tenemos que mediante Acta de Decomiso de vehículo, número 031 del 
07 de julio de 2011, la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda, ponen en 
conocimiento de la Aduana Paso Canoas, el decomiso realizado mediante el acta en cita, al 
amparo de la cual se retuvo la siguiente mercancía tipo vehículo: marca: Mitsubishi, estilo 
Montero GLS, todo terreno, número de VIN JMY0RV460WJ000984; a la señora Benilda 
Gómez Calderón portadora de la cédula de identidad número 900830418, por cuanto 
no contaba con documentación que demostrara la cancelación de los tributos aduaneros de 
importación. Todo lo anterior como parte de la labor de control e inspección realizada en la 
vía pública: Puntarenas, Corredores, 400 metros sur del colegio La Cuesta, (folio 01).

Posteriormente y producto de la intervención oportuna de la Policía de Control Fiscal del 
Ministerio de Hacienda, al interceptar la mercancía, es que la presunta infractora, para 
poder recuperar dicha mercancía se presenta ante esta Aduana y cancela los impuestos 
mediante el DUA de importación número 007-2011-020165. 

En virtud de los hechos antes mencionados, es menester de esta aduana en atención a una 
adecuada conceptualización jurídica de los hechos aquí descritos, analizar la normativa que 
regula el ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte aduanero, la cual 
se encuentra descrita en el numeral 37 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano 
(CAUCA III), y que indica lo siguiente:  

“El ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte del territorio 
aduanero, deberá efectuarse por los lugares y en los horarios habilitados, debiendo 
presentarse ante la autoridad aduanera competente y cumplir las medidas de control 
vigentes.” (El resaltando no es del texto) 

“Articulo 2º.-Alcance territorial.  El territorio aduanero es el ámbito terrestre, acuático y 
aéreo en los cuales el Estado de Costa Rica ejerce la soberanía completa y exclusiva.  

Podrán ejercerse controles aduaneros especiales en la zona en que el Estado ejerce 
jurisdicción especial, de conformidad con el artículo 6 de la Constitución Política y los 
principios del derecho internacional. Los vehículos, las unidades de transporte y las 
mercancías que ingresen o salgan del territorio aduanero nacional, estarán sujetos a 
medidas de control propias del Servicio Nacional de Aduanas y a las disposiciones 



establecidas en esta ley y sus reglamentos. Asimismo, las personas que crucen la frontera 
aduanera, con mercancías o sin ellas o quienes las conduzcan a través de ella, estarán 
sujetas a las disposiciones del régimen jurídico aduanero. 

“Artículo 79- Ingreso o salida de personas, mercancías, vehículos y unidades de 
transporte. El ingreso, el arribo o la salida de personas, mercancías, vehículos y unidades 
de transporte del territorio nacional debe realizarse por los lugares, las rutas y los 
horarios habilitados. Las personas, sus mercancías, vehículos y unidades de transporte 
deberán presentarse ante la aduana correspondiente cuando ingresen en territorio 
nacional, inmediatamente o en la oportunidad en que corresponda ejercer el control 
aduanero. Se aportará la información requerida por vía reglamentaria. 

Una vez cumplida la recepción legal del vehículo o unidad de transporte, podrá procederse 
al embarque o desembarque de personas y mercancías.”  

Así mismo tenemos que el artículo 211 del Reglamento a la Ley General de Aduanas: 

“ingreso  y salida de personas, mercancía vehículos y unidades de transporte. “El 
ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte del territorio aduanero, 
deberá efectuarse por los lugares y en los horarios habilitados. 
Tratándose del tráfico aéreo y marítimo, el Gerente de la aduana respectiva jurisdicción 
podrá autorizar, excepcionalmente, el ingreso o salida por puertos aduaneros o en 
horarios no habilitados, cuando medie caso fortuito, fuerza mayor u otra cusa debidamente 
justificada. 

Todo vehículo o unidad de transporte que ingrese al territorio  aduanero nacional, su 
tripulación, pasajeros, equipaje y carga quedaran bajo la competencia de la autoridad 
aduanera. Conforme a lo anterior, ningún vehículo o, pasajero podrá partir, ni las 
mercancías y equipajes entrar o salir  de puerto aduanero, sin la autorización de la 
aduana.” 
Aunado a lo anterior en materia sancionatoria, tenemos que la presunta  calificación legal 
del hecho correspondería a una vulneración al régimen aduanero que constituiría una 
eventual infracción tributaria aduanera que encuentra su asidero legal en el artículo 242 
bis de la Ley General de Aduanas, que indica ad literam lo siguiente: 



“Constituirá infracción tributaria aduanera y serán sancionadas con una multa 
equivalente al valor aduanero de las mercancías, las conductas establecidas en el artículo 
211 de esta ley, siempre que el valor aduanero de las mercancías no supere los cincuenta 
mil pesos centroamericanos o su equivalente en moneda nacional, aunque con ello no 
cause perjuicio fiscal.”  

De lo anterior tenemos que aquellas situaciones o supuestos que en principio constituyan 
delitos conformes con el numeral 211 de la Ley General de Aduanas, pero que el valor 
aduanero no supere los cincuenta mil pesos centroamericanos, en cuyo caso se consideran 
infracciones tributarias, para efectos de sancionarlas en sede administrativa. 

Partiendo de ello tenemos que en el presente caso le podría resultar aplicable el artículo 242 
bis de la Ley General de Aduanas, ya que de lograrse probar los hechos que constan en el 
expediente, la conducta desplegada por la señora Benilda Gómez Calderón portadora de 
la cédula de identidad número 900830418, podría ser la de eludir el control aduanero, al 
Introducir, al territorio nacional, mercancía de cualquier clase, valor, origen o 

procedencia, eludiendo el control aduanero  e incluso pudo ser constituida en un posible 
delito de contrabando sancionable en sede penal, pero aun cuando no cumplió con los 
supuestos de valor del tipo penal, la mercancía no fue presentada ante la aduana respectiva 
sino que por intervención oportuna de la Policía de Control Fiscal del Ministerio de 
Hacienda, al interceptar la mercancía y proceder al decomiso de la misma, presentándose 
luego ante esta Aduana para que le autorice el pago de los impuestos tributarios. Sin 
embargo, en razón de la cuantía, el propio legislador  lo sanciona como una infracción 
tributaria aduanera aplicable en sede administrativa. 

Por lo que en el presente caso, la conducta desplegada por el administrado podría 
corresponder al artículo 211 de la Ley General de aduanas que a la letra indica: 

“Articulo 211.- Contrabando. “Será sancionado con una multa de dos veces el monto del 
valor aduanero de las mercancías objeto de contrabando y con pena de prisión de tres a 
cinco años, cuando el valor aduanero de la mercancía exceda los cincuenta mil pesos 
centroamericanos, aunque con ello no cause perjuicio fiscal, quien:  

a) Introduzca o extraiga, del territorio nacional, mercancía de cualquier clase, valor
origen o procedencia, eludiendo el control aduanero.



b) Transporte, almacene, adquiera, venda, done, oculte, use, de o reciba en depósito,
destruya o transforme, mercancía de cualquier clase, valor origen o procedencia
introducida al país, eludiendo el control aduanero…”

De manera, que en el presente caso, la supuesta infracción se estaría cometiendo, de 
probarse, al introducir al territorio nacional el vehículo de marras sin someterlo al ejercicio 
del control aduanero, omitiendo presentar dicho bien mueble ante la autoridad 
correspondiente. Omisión que violaría el control aduanero y con ello se quebrantaría el 
régimen jurídico aduanero, toda vez que la presunta infractora, tenía la obligación de 
presentar el vehículo, ante la Aduana al introducirlo y/o transportarlo en Costa Rica, siendo 
en la especie; de probarse; aplicables los presupuestos del artículo 242 bis de la Ley 
General de Aduanas, ya que tal omisión contiene  en principio los elementos de figura de 
contrabando, pero que en razón de la cuantía y de conformidad con la norma este tipo de 
conducta se deberá sancionar como infracción tributaria, aplicando una multa equivalente al 
valor aduanero.    

De conformidad con el artículo 242 bis de la Ley General de Aduanas ya indicado y de 
acuerdo con los hechos descritos anteriormente tenemos como posible consecuencia Legal 
del presente procedimiento la aplicación  eventual, de demostrarse como ciertos los hechos 
aquí indicados, de una sanción de multa equivalente al valor aduanero de las mercancías 
que ocasionó la eventual vulneración al régimen jurídico aduanero en el caso que nos ocupa 
dicha sanción asciende a $3.440.00 (tres mil cuatrocientos cuarenta dólares netos), que 
convertidos en moneda nacional al tipo de cambio del momento de cometer la presunta 
infracción que es el momento del decomiso preventivo, sea el 07 de julio de 2011,  de 
acuerdo con el tipo de cambio por dólar a razón de ¢512.29 colones por dólar, 
correspondería a la suma de ¢1.762.277,60 (un millón setecientos sesenta y dos mil 
doscientos setenta y siete colones con sesenta céntimos). 

Que lo procedente de conformidad con los artículos 231 y 234 de la Ley General de 
Aduanas y en relación con los artículos 533 de  535 de su Reglamento, es dar oportunidad 
procesal a la señora Benilda Gómez Calderón portadora de la cédula de identidad 
número 900830418, para que en un plazo de cinco días hábiles posteriores a la notificación 
de la presente resolución y de conformidad con el principio de derecho a la defensa, 
presente sus alegatos y pruebas pertinentes en descargo de los hechos señalados. 



POR TANTO 

En uso de las facultades que la Ley General de Aduanas y su Reglamento, otorgan a esta 
Gerencia y de conformidad con las consideraciones y disposiciones legales señaladas, 
resuelve: PRIMERO: Iniciar Procedimiento  Administrativo Sancionatorio contra el señor 
Benilda Gómez Calderón portadora de la cédula de identidad número 900830418, 
tendiente a investigar la presunta comisión de infracción tributaria aduanera establecida en 
el artículo 242 bis de la Ley General de Aduanas, sancionable con una multa equivalente al 
valor aduanero; sanción que en el presente caso asciende a $3.440,00 (tres mil 
cuatrocientos cuarenta dólares netos), que convertidos en moneda nacional al tipo de 
cambio del momento de cometer la presunta infracción que es el momento del decomiso 
preventivo, sea el 07 de julio de 2011,  de acuerdo con el tipo de cambio por dólar a razón 
de ¢512,29 colones por dólar, correspondería a la suma de ¢1.762.277,60 (un millón 
setecientos sesenta y dos mil doscientos setenta y siete colones con sesenta céntimos). 
Por la eventual introducción al territorio nacional de una mercancía, que no se sometió al 
ejercicio del control aduanero, cuya acción u omisión presuntamente significo una 
vulneración del régimen jurídico aduanero. SEGUNDO: El pago puede realizarse mediante 
depósito (transferencia) en las cuentas a nombre del Ministerio de Hacienda-Tesorería 
Nacional, por medio de entero a favor del Gobierno a las siguientes cuentas: Banco de 
Costa Rica (BCR) cuenta cliente  15201001024247624, Banco Nacional de Costa Rica 
número de cuenta cliente: 15100010012159331; igualmente puede emplear otros medios de 
pago autorizados. TERCERO: De conformidad con los artículos 231 y 234 de la Ley 
General de Aduanas y en relación con los artículos 533 de 535 de su Reglamento, es dar 
oportunidad procesal al presunto infractor, para que en un plazo de CINCO DIAS hábiles 
posteriores a la notificación de la presente resolución y de conformidad con el principio del 
debido proceso, presente sus alegatos y pruebas pertinentes en descargo de los hechos 
señalados. CUARTO: El expediente administrativo No. APC-DN-411-2011, levantado al 
efecto, queda a su disposición, para su lectura, consulta o fotocopiado, en el Departamento 
Normativo de esta Aduana. QUINTO: Adicionalmente, por no haberse podido notificar, se 
deja sin efecto la resolución RES-APC-G-606-2015 y se ordena anularla del consecutivo 
numérico del Departamento Normativo. SEXTO: Se le previene a la presunta infractora, 
que debe señalar lugar o medio para atender notificaciones futuras, dentro de la jurisdicción 
de esta Aduana, Bajo el apercibimiento de que en caso de omitirse ese señalamiento, o de 
ser impreciso, inexistente o de tomarse incierto el que hubiese indicado, las futuras 
resoluciones que se dicten  se les tendrá por notificadas por el solo transcurso de 
veinticuatro horas (24 horas), a partir del día siguiente en la que se omitió (notificación 



automática). Se le advierte que en caso de que señale medio (fax), al comprobarse por el 
notificador que se encuentra descompuesto, desconectado, sin papel o cualquier otra 
anomalía que impida la transmisión (recepción), se le aplicará también la notificación 
automática. Si el equipo contiene alguna anomalía para la recepción de las notificaciones 
deberá comunicarlo de inmediato a esta Dirección y hacer el cambio correspondiente en el 
medio señalado. NOTIFÍQUESE: La presente resolución a la señora Benilda Gómez 
Calderón portadora de la cédula de identidad número 900830418, por medio de edicto. 
Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta. 

Luis Fernando Vasquez Castillo 
Aduana Paso Canoas 

CMVA   SRA 

1 vez.—O. C. N° 3400031718.—( IN2017146154 ).



EXP-APC-DN-423-2014 
RES-APC-G-0217-2017

RES-APC-G-0217-2017 

ADUANA PASO CANOAS, al ser las ocho horas con treinta y cuatro minutos del cuatro de 

mayo del dos mil diecisiete.  

Esta Gerencia dicta Acto Final de Procedimiento Ordinario de prenda aduanera, iniciado con 

resolución RES-APC-G-819-2016, incoado contra el señor: Yesheng Wang con pasaporte número 

E22462575, conocido mediante el expediente administrativo número APC-DN-423-2014. 

RESULTANDO 

1. Que mediante Acta de Inspección Ocular número 14395, Acta de Decomiso de Vehículo número

0861 de fecha 25 de marzo de 2014, de la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda e

informe número PCF-DO-DIV-INF-0101-2014, ejecutado de forma personal al señor Yesheng

Wang, con pasaporte número E22462575, consistente en la siguiente mercancía:  (folios 12 a 16 y

22 al 24):

Cantidad Ubicación Movimiento 

inventario 

Descripción 

01 Unidad I022 3491-2016 Vehículo marca Audi A5 año 2011 color negro con 
VIN WAUZZZ8T7BA035077. 

2. Que de conformidad con la valoración de la mercancía, mediante el oficio APC-DN-310-2014 de 
fecha 17 de diciembre del 2016, se determinó un valor en aduanas por la suma de $24.687,78 
(veinticuatro mil seiscientos ochenta y siete dólares con setenta y ocho centavos) y un posible total 
de la obligación tributaria aduanera por el monto de ¢7.146.342,76 (siete millones ciento cuarenta y 
seis mil trescientos cuarenta y dos colones con setenta y seis), a razón del tipo de cambio por

¢553,61 colones por dólar, correspondiente al tipo de cambio del día del hecho generador (que de 
acuerdo con el articulo número 55 inciso c) punto dos de la Ley General de Aduanas corresponde a 
la fecha del decomiso preventivo), sea el 25 de marzo del 2014, los impuestos dejados de percibir al 
día del decomiso son por un monto de ¢7.146.342,76 (siete millones ciento cuarenta y seis mil 
trescientos cuarenta y dos colones con setenta y seis), desglosado de la siguiente forma:

(Folios 38 al 42).



3. Que mediante resolución RES-APC-G-819-2016 de las ocho horas con treinta minutos del

veintinueve de diciembre del dos mil dieciséis, se procedió a dar Inicio de Procedimiento Ordinario

con prenda aduanera tendiente a realizar el cobro de la Obligación Tributaria Aduanera contra el

señor Yesheng Wang.(folios 87 al 94).

4. Que la resolución RES-APC-G-819-2016, fue publicada por el diario oficial La Gaceta, en el

Alcance N°43 el viernes 24 de febrero del 2017. (Folio 96 al 104).

5. Que mediante resolución RES-APC-G-743-2014, se inicia el procedimiento Administrativo

Sancionatorio de la presunta comisión de una infracción Tributaria Aduanera de conformidad con el

artículo 242 bis, la cual no  pudo ser notificada al administrado. (Folios 56 al 66)

6. En el presente caso se han respetado los términos y prescripciones de  ley.

CONSIDERANDO 

I.- DE LA COMPETENCIA DEL GERENTE: De conformidad con los artículos 6, 7, y 9 del Código 

Aduanero Uniforme Centroamericano Ley Nº 8360 del 24 de junio del año 2003, los artículos 13, 24 

inciso a) de la Ley General de Aduanas (LGA) y los artículos 33, 34, 35 y 35 bis del Reglamento de la 

Ley General de Aduanas (RLGA), Decreto Nº 25270-H y sus reformas y modificaciones vigentes, las 

Aduanas son las unidades técnico administrativas con competencia territorial, siendo una de sus 

atribuciones exigir y comprobar los elementos que determinen la obligación tributaria aduanera e 

iniciar los procedimientos administrativos y atender las gestiones que puedan derivarse de la 

entrada, permanencia y salida de las mercancías al territorio aduanero nacional por lo que le 

compete al Gerente de la Aduana emitir actos finales ante solicitudes de  devolución por concepto de 

 

Valor Aduanero, de acuerdo a la Clase Tributaria 

2404132 

$24.687,78 

Tipo de Cambio  Utilizado 23/03/2014  Fecha de 

Decomiso 

¢553,61 

Carga Tributaria Desglose de Impuestos 

Selectivo 30% ¢4.100.220,57 

LEY6946 1% ¢136.674,02 

Ventas 13% ¢2.909.448,18 

Total ¢7.146.342,76 



pago en exceso de tributos, intereses y recargos de cualquier naturaleza y por determinaciones de la 

obligación aduanera, en ausencia del Gerente dicha competencia la asumirá el Subgerente. 

II.- RÉGIMEN LEGAL: Que de conformidad con los artículos del 52 al 56, 71 al 72, 79, 192 a 196, 

198 de la Ley General de Aduanas, 520 a 532 del Reglamento a la Ley General de Aduanas, existen 

un plazo de quince días hábiles posteriores a la notificación del acto final para presentación de los 

Recurso de Reconsideración y Apelación  en Subsidio  sus respectivas pruebas. 

III.-DEL OBJETO DE LA LITIS: El fin del presente procedimiento de Ajuste de la Obligación 

Tributaria Aduanera es la correcta percepción de tributos a favor del fisco, con el presente 

procedimiento se pretende determinar la correcta obligación tributaria aduanera para la mercancía 

consistente en una Vehículo marca Audi A5 año 2011 color negro con VIN 

WAUZZZ8T7BA035077,  en razón del ingreso ilegal de la mercancía, al no pasar por los controles 

aduaneros ni tener autorización para su ingreso. 

  IV.- HECHOS PROBADOS. Una vez determinado el fundamento de derecho que faculta a esta 

Autoridad a iniciar el procedimiento ordinario, es necesario para esta Administración establecer 

cuáles son los hechos que fundamentan el mismo. 

1. Que en fecha 25 de marzo del 2014, la Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda

realiza el decomiso al señor Yesheng Wang, por el ingreso ilegal de la mercancía de marras.

2. Que la autoridad aduanera determinó un valor aduanero de $24.687,78 (veinticuatro mil

seiscientos ochenta y siete dólares con setenta y ocho centavos) y un total de la obligación tributaria

aduanera por el monto de ¢7.146.342,76 (siete millones ciento cuarenta y seis mil trescientos

cuarenta y dos colones con setenta y seis), a razón del tipo de cambio por ¢553,61 colones por

dólar, correspondiente al tipo de cambio del día del hecho generador que corresponde al 25 de

marzo del 2014.  Que los impuestos dejados de percibir al día del decomiso son por un monto de

¢7.146.342,76 (siete millones ciento cuarenta y seis mil trescientos cuarenta y dos colones

con setenta y seis).

3. Que esta Sede Aduanera mediante resolución RES-APC-G-819-2016, de las ocho horas con

treinta minutos del veintinueve de diciembre del dos mil dieciséis, Inicia Procedimiento Ordinario

contra el administrado, siendo publicada  por medio del diario oficial La Gaceta el 24 de febrero del

2017.



4. Que en la resolución supra citada se le otorgó un plazo de quince días hábiles, para que

presentara sus alegatos de defensa y ofreciera toda prueba que estimare pertinente.

5. Que hasta este momento el administrado no ha presentado nada.

V.- HECHOS NO  PROBADOS. 

Que no existen hechos no probados, en el presente asunto. 

VI.- SOBRE EL FONDO DE GESTIÓN: Que mediante resolución RES-APC-G-819-2016, de las 

ocho horas con treinta minutos del veintinueve de diciembre del dos mil dieciséis, esta Aduana le 

comunica al señor Yesheng Wang, el Ajuste a la Obligación Tributaria Aduanera de la mercancía 

antes descrita, misma que fue introducida al país de forma ilegal, siendo notificada al interesado el 

día 24 de febrero del 2017 la cual estipulaba que se le otorgaban quince días hábiles para la 

presentación de los alegatos, siendo que hasta el momento el interesado no ha presentado escrito 

de alegatos. 

Es preciso señalar la normativa que se refiere al caso que nos ocupa, en el artículo 52 de la Ley 

General de Aduanas: 

La relación jurídica-aduanera estará constituida por los derechos, los deberes y las obligaciones de 

carácter tributario aduanero, que surgen entre el Estado, los particulares y otros entes públicos, 

como consecuencia de las entradas y salidas, potenciales o efectivas de mercancías, del territorio 

aduanero. Negrita agregada 

Por su parte el artículo 53 de la Ley General de Aduanas indica: 

La obligación aduanera está constituida por el conjunto de obligaciones tributarias y no tributarias 

que surgen entre el Estado y los particulares, como consecuencia del ingreso o la salida de 

mercancías del territorio aduanero.  

La obligación tributaria aduanera es el vínculo jurídico que surge entre el Estado y el sujeto pasivo 

por la realización del hecho generador previsto en la ley y está constituida por los derechos e 

impuestos exigibles en la importación o exportación de mercancías. Salvo si se dispone lo contrario, 

se entenderá que lo regulado en esta Ley respecto del cumplimiento de la obligación tributaria 

aduanera, será aplicable a sus intereses, multas y recargos de cualquier naturaleza.  



Las obligaciones no tributarias comprenden las restricciones y regulaciones no arancelarias, cuyo 

cumplimiento sea legalmente exigible. 

Asimismo, el artículo 54 de la Ley General de Aduanas reza así: 

El sujeto activo de la obligación tributaria aduanera es el Estado, acreedor de todos los tributos cuya 

aplicación le corresponde a la aduana. El sujeto pasivo es la persona compelida a cumplir con la 

obligación tributaria aduanera, como consignatario, consignante de las mercancías o quien resulte 

responsable del pago, en razón de las obligaciones que le impone la ley. Negrita añadida 

También en el artículo 56 inciso d) el cual nos habla del abandono de las mercancías, establece: 

Las mercancías serán consideradas legalmente en abandono en los siguientes casos: 

d) Cuando transcurran treinta días hábiles, contados a partir de la notificación de la resolución

que constituye prenda aduanera sobre las mercancías.

En primera instancia debemos recordar  que la administración aduanera como ente rector llamado a 

fiscalizar y controlar el ingreso y salida de mercancías del país,  es la  obligada a controlar y verificar 

las mercancías que entran y salen del territorio nacional y su sometimiento a diferentes regímenes, 

según el caso, de tal manera que cuando ingrese una mercancía al país, se someta al régimen 

adecuado, de manera legal, razón que no sucede para el caso que nos ocupa en estudio.  

Es importante analizar que el administrado debía cumplir con la formalidad de solicitar un permiso de 

Importación Temporal o en su defecto una Importación Definitiva), también se debí a deberes, 

controles y obligaciones, (como es someter las mercancías a un recinto aduanero), mismos que han 

sido previamente establecidos por la normativa, y no de manera arbitraria, sino para verificar la 

legalidad del ingreso de mercancías, de forma tal que ante su incumplimiento no tiene esta 

administración más opción que efectuar una aplicación de lo expresamente establecido en nuestra 

legislación aduanera. 

En razón de lo anterior, es responsabilidad del administrado, introducir las mercancías de forma 

legal, o, de lo contario responder por el pago de los tributos y multas, por la mercancía que ingrese o 

transporte en territorio nacional, sin haber tomado las previsiones del caso.  

Finalmente, siempre en relación con el caso que nos ocupa, tenemos que independientemente de 

las causas que motivaron  al infractor a introducir la mercancía  supracitada a territorio costarricense, 



el hecho es que ésta fue introducida sin el oportuno sometimiento al control aduanero, en 

consecuencia, es responsabilidad del administrado, responder por el pago de los tributos, de 

conformidad con dicha situación fáctica, con la prueba que obra en el expediente administrativo y 

con la normativa que resulta aplicable en el presente asunto. 

VII. DECLARACIÓN LEGAL DE ABANDONO DE LAS MERCANCÍAS

De conformidad con el artículo 94 del Código Aduanero Centroamericano III, vigente en Costa Rica,

el abandono voluntario de las mercancías, ocasiona que automáticamente las mercancías pasen a

disposición total de la autoridad aduanera, al efecto dicho artículo señala:

Artículo 94.—Abandono de mercancías. El abandono de las mercancías podrá ser voluntario o 

tácito. 

El abandono voluntario se produce cuando el consignatario o quien tenga el derecho de disponer de 

las mercancías, manifieste expresamente su voluntad de cederlas a favor del Fisco. 

Al indicar el interesado en su gestión que renuncia al pago de los tributos, una vez notificado del 

inicio de procedimiento administrativo de cobro con prenda aduanera, acepta las consecuencias de 

su acto voluntario, por lo que al haber pasado sobradamente el plazo de 30 días hábiles de 

notificada la resolución que constituyó la prenda aduanera, por imperio de ley ésta podrá ser 

subastada por esta autoridad aduanera, y adjudicada a un tercero de buena fe, conforme las normas 

aduaneras que regulan el proceso de subasta. 

Por ende, al renunciar el interesado al pago de tributos y no alegar nada contra el inicio de cobro, no 

encuentra esta autoridad aduanera impedimento en proceder a la subasta del bien objeto de este 

procedimiento administrativo, al declararlo legalmente en abandono, conforme el inciso d) del 

artículo 56 LGA de previa cita. 

POR TANTO 

Con fundamento en las anteriores consideraciones de hecho y de derecho y las facultades que 

otorgan la Ley General de Aduanas, su Reglamento y la Ley General de la Administración Pública, 

está Aduana resuelve: PRIMERO: Declarar legalmente en abandono la siguiente mercancía: 

Vehículo marca Audi A5 año 2011 color negro con VIN WAUZZZ8T7BA035077, por causa del 

acaecimiento del plazo del artículo 56 inciso d) de la Ley General de Aduanas y no haberse pagado 

el adeudo tributario debidamente notificado, y adicionalmente por la nota de renuncia al pago de los 

impuestos del vehículo, presentada por el señor Yesheng Wang, con número pasaporte E22462575. 

SEGUNDO: Indicar que de conformidad con el artículo 198 de la Ley General de Aduanas, se le 



otorga a la parte administrada, la oportunidad procesal de un plazo de quince días hábiles a partir de 

la notificación de la presente resolución, para que interponga los recursos de reconsideración y el de 

apelación ante el Tribunal Aduanero Nacional, dichos recursos deberá presentarlos ante esta 

Aduana, será potestativo usar solo uno de los recursos o ambos. TERCERO:  Comisionar al 

Departamento Normativo que una vez en firme la presente resolución, remita el original del 

expediente APC-DN-423-2014 a la Sección de Depósito de la Aduana Paso Canoas, con la 

indicación de realizar el procedimiento de subasta pública contenido en la Ley General de Aduanas y 

su Reglamento.  CUARTO: Informar al interesado que, si lo tiene a bien, de conformidad con los 

numerales 74 LGA, y 195, 196 RLGA, podrá rescatar las mercancías hasta 24 horas antes del día de 

la subasta, según lo publicado en La Gaceta, no obstante, además del precio base deberá cancelar 

los intereses adeudados que corren desde la fecha del abandono hasta la fecha del rescate. 

NOTIFÍQUESE: Al interesado.  

Lic. Gerardo Venegas Esquivel, Subgerente 
Aduana Paso Canoas 

Licda. Sobeyda Romero Aguirre Licda. Haydee Vigil Villarreal 
Func. Coordinador Dep. Normativo  Func. Depto. Normativo  

1 vez.—O. C. N° 3400031718.—( IN2017146162 ).



RES-APC-G-227-2017 EXP-APC-DN-077-2014 

RES-APC-G-227-2017 

ADUANA DE PASO CANOAS, CORREDORES, PUNTARENAS. A las once 
horas con treinta y cinco minutos del día 08 de mayo de 2017. Inicio 
Procedimiento Administrativo Sancionatorio tendiente a la investigación de la presunta 
comisión de una infracción Tributaria Aduanera de conformidad con el artículo 242 bis de 
la Ley General de Aduanas, contra el señor Mario Miguel Saborío Prado, portador 
de la  cédula de identidad número 401920880. 

RESULTANDO 
1. Mediante Acta de Inspección Ocular y/o Hallazgo número 12451 de fecha 30 de
noviembre de 2013, Acta de Decomiso y/o Secuestro, número 2349 y oficio número INF-
PCF-DO-DPC-PC-388-2013, de fecha 04 de diciembre de 2013, de la Policía de Control
Fiscal del Ministerio de Hacienda, pone en conocimiento a la Aduana Paso Canoas, el
decomiso, preventivo, al presunto infractor, de la siguiente mercancía: 01 unidad de aire
acondicionado, marca Carrier referencia 42KCL12413GP, por cuanto no portaba
ningún  documento que amparara el ingreso licito al territorio nacional, el respectivo pago
de impuestos o su compra en el país mediante factura autorizada. Todo lo anterior como
parte de la labor de control e inspección realizada en la vía pública, frente al centro llantero
del sur, provincia de Puntarenas, cantón Osa, distrito Uvita. (Folio 06 al 016).

2. Que mediante gestión 566 de fecha 28 de febrero de 2014, el presunto infractor solicitó
se le autorice cancelar los impuestos de la siguiente mercancía: 01 unidad de aire
acondicionado, marca Carrier referencia 42KCL12413GP. (Folio 019).

3. Que mediante oficio APC-DN-064-2014, visible a folio 024, firmado por la
licenciada Haydee Vigil Villarreal, funcionaria de la Aduana Paso Canoas, se determinó
que el valor aduanero de la mercancía de marras asciende a $388.00 (trescientos ochenta y
ocho dólares), por lo que el monto a cancelar por conceptos de impuestos tributarios
aduaneros asciende a $116.21 (ciento dieciséis dólares con veintiún centavos) que
convertido al tipo de cambio a razón de ¢505.13 colones por dólar, que corresponde al tipo
de cambio vigente el día del hecho generador, que de acuerdo con el artículo 55 de la Ley
General de Aduanas es el día en que se dio el decomiso preventivo de la mercancía, sea el
día 30 de noviembre de 2013, dicho monto asciende a ¢58.699.14 (cincuenta y ocho mil
seiscientos noventa y nueve colones con catorce céntimos).
4. Mediante resolución RES-APC-DN-137-2014, de las ocho horas con treinta
minutos del día veintiuno de marzo de 2014, se le autoriza al presunto infractor, a cancelar
los impuestos de nacionalización de la mercancía decomisada mediante Acta de Decomiso
y/o Secuestro, número 2349 del 30 de noviembre de 2013, y se le previene del posible
inicio de un procedimiento sancionatorio en su contra. (Ver folios 29-34).



5. Mediante actas visibles a folio 54 y 57, se procedió a notificar resolución RES-
APC-G-146-2014, mediante la cual se inicia Procedimiento Administrativo Sancionatorio,
no siendo posible notificar debido a que según se indica en el acta en la dirección prevista:
“el interesado ya no vive en la dirección señalada y el número de celular no corresponde”
por lo que se emite la presente resolución que sustituye la señalada, a efectos de poder
realizar la notificación por Edicto en el Diario Oficial La Gaceta.

6. Que  en  el  presente caso  se han   respetado los  términos  y  prescripciones  de
ley.

CONSIDERANDO 

I- SOBRE LA COMPETENCIA DE LA GERENCIA: Que de conformidad con los
artículos 6, 7,y 9 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano,(CAUCA III), 6 inciso
c), 22, 23, 24, literal i), y 242 bis de la Ley General de Aduanas (LGA), artículos 35 y 35
bis de su Reglamento y reformas se inicia el procedimiento administrativo sancionatorio.

II- Es función de la Autoridad Aduanera imponer sanciones administrativas y tributarias
Aduaneras, cuando así le corresponda. Atribución que se completa con lo dispuesto por los
artículos 230 y 231 de la  Ley General de Aduanas, en donde en el primero de ellos, se
establece el concepto de infracción señalado que constituye infracción administrativa o
tributaria aduanera, toda acción u omisión que contravenga o vulnere las disposiciones del
régimen jurídico aduanero, sin que califique como delito. Por su parte el artículo 231 señala
que dichas infracciones son sancionables, en vía administrativa, por la autoridad aduanera
que conozca el respectivo procedimiento administrativo, dentro del plazo de seis años
contados a partir de la comisión de infracción.

III- Que según establece el artículo 37 del código Aduanero Uniforme Centroamericano
(CAUCA III), 2 y 79 de la Ley General de Aduanas  y 211 del Reglamento a la Ley
General  de Aduanas (RLGA) , es obligación básica presentar ante las Aduanas Nacionales
toda mercancía comprada en el extranjero.

IV- Objeto de litis: El fondo del presente asunto se contrae a determinar la presunta
responsabilidad del señor Mario Miguel Saborío Prado, portador de la cédula de identidad
número 401920880, por presuntamente ingresar  y transportar en Costa Rica la mercancía
descrita en el resultando primero de la presente resolución, en  fecha 30 de noviembre de
2013, sin someterla al ejercicio del control aduanero, al omitir presentar la misma ante la
autoridad correspondiente, omisión que originó que presuntamente causara una vulneración
al fisco de $116.21 (ciento dieciséis dólares con veintiún centavos) que convertidos al tipo
de cambio de ¢505.13 colones por dólar, correspondiente al tipo de cambio del día del
hecho generador que de acuerdo con el Artículo número 55 inciso c) punto 2 de nuestra Ley
General de Aduanas corresponde a la fecha del decomiso preventivo, sea el 30 de



noviembre de 2013, asciende a la suma de ¢58.699.14 (cincuenta y ocho mil seiscientos 
noventa y nueve colones con catorce céntimos). 

V- Análisis de tipicidad y nexo causal: Según se indica en el resultando primero de la
presente resolución tenemos que mediante Acta de Inspección Ocular y/o Hallazgo número
12451 de fecha 30 de noviembre de 2013, Acta de Decomiso y/o Secuestro, número 2349 y
oficio número INF-PCF-DO-DPC-PC-388-2013, de fecha 04 de diciembre de 2013, de la
Policía de Control Fiscal del Ministerio de Hacienda, pone en conocimiento a la Aduana
Paso Canoas, el decomiso, preventivo de la siguiente mercancía: 01 unidad de aire
acondicionado, marca Carrier referencia 42KCL12413GP, por cuanto el interesado no
portaba ningún  documento que amparara el ingreso licito al territorio nacional, el
respectivo pago de impuestos o su compra en el país mediante factura autorizada. Todo lo
anterior como parte de la labor de control e inspección realizada en la vía pública, frente al
centro llantero del sur, provincia de Puntarenas, cantón Osa, distrito Uvita. (Folio 06 al
016)

Posteriormente y producto de la intervención oportuna de la Policía de Control Fiscal del 
Ministerio de Hacienda, al interceptar la mercancía y proceder al decomiso de la misma es 
que el presunto infractor, para poder recuperar la mercancía se presenta ante esta Aduana 
para que se autorice la nacionalización correspondiente (ver folio 18). 

En virtud de los hechos antes mencionados, es menester de esta Aduana en atención a una 
adecuada conceptualización jurídica de los hechos aquí descritos, analizar la normativa que 
regula el ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte aduanero, la cual 
se encuentra descrita en el numeral 37 del Código Aduanero Uniforme Centroamericano 
(CAUCA III), y que indica lo siguiente:  

“El ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte del territorio 
aduanero, deberá efectuarse por los lugares y en los horarios habilitados, debiendo 
presentarse ante la autoridad aduanera competente y cumplir las medidas de control 
vigentes.” (El resaltando no es del texto) 

“Artículo 2º.-Alcance territorial.  El territorio aduanero es el ámbito terrestre, acuático y 
aéreo en los cuales el Estado de Costa Rica ejerce la soberanía completa y exclusiva. 

Podrán ejercerse controles aduaneros especiales en la zona en que el Estado ejerce 
jurisdicción especial, de conformidad con el artículo 6 de la Constitución Política y los 
principios del derecho internacional. Los vehículos, las unidades de transporte y las 
mercancías que ingresen o salgan del territorio aduanero nacional, estarán sujetos a 
medidas de control propias del Servicio Nacional de Aduanas y a las disposiciones 
establecidas en esta ley y sus reglamentos. Asimismo, las personas que crucen la frontera 
aduanera, con mercancías o sin ellas o quienes las conduzcan a través de ella, estarán 
sujetas a las disposiciones del régimen jurídico aduanero.



“Artículo 79- Ingreso o salida de personas, mercancías, vehículos y unidades de 
transporte. El ingreso, el arribo o la salida de personas, mercancías, vehículos y unidades 
de transporte del territorio nacional debe realizarse por los lugares, las rutas y los 
horarios habilitados. Las personas, sus mercancías, vehículos y unidades de transporte 
deberán presentarse ante la aduana correspondiente cuando ingresen en territorio 
nacional, inmediatamente o en la oportunidad en que corresponda ejercer el control 
aduanero. Se aportará la información requerida por vía reglamentaria. 

Una vez cumplida la recepción legal del vehículo o unidad de transporte, podrá procederse 
al embarque o desembarque de personas y mercancías.”  

Así mismo tenemos que el artículo 211 del Reglamento a la Ley General de Aduanas: 

“ingreso  y salida de personas, mercancía vehículos y unidades de transporte. “El 
ingreso o salida de personas, mercancías y medios de transporte del territorio aduanero, 
deberá efectuarse por los lugares y en los horarios habilitados. 

Tratándose del tráfico aéreo y marítimo, el Gerente de la aduana respectiva jurisdicción 
podrá autorizar, excepcionalmente, el ingreso o salida por puertos aduaneros o en 
horarios no habilitados, cuando medie caso fortuito, fuerza mayor u otra causa 
debidamente justificada. 
Todo vehículo o unidad de transporte que ingrese al territorio  aduanero nacional, su 
tripulación, pasajeros, equipaje y carga quedaran bajo la competencia de la autoridad 
aduanera. Conforme a lo anterior, ningún vehículo o, pasajero podrá partir, ni de 
mercancías y equipajes entrar o salir  de puerto aduanero, sin la autorización de la 
aduana.” 

Aunado a lo anterior en materia sancionatoria, tenemos que la presunta  calificación legal 
del hecho correspondería a una vulneración al régimen aduanero que constituiría una 
eventual infracción tributaria aduanera que encuentra su asidero legal en el artículo 242 
bis de la Ley General de Aduanas, que indica ad literam lo siguiente: 

“Constituirá infracción tributaria aduanera y será sancionada con una multa equivalente 
al valor aduanero de las mercancías, las conductas establecidas en el artículo 211 de esta 
Ley, siempre que el valor aduanero de las mercancías no supere los cincuenta mil pesos 
centroamericanos o su equivalente en moneda nacional, aunque con ello no cause 
perjuicio fiscal.”  

De lo anterior se desprende que aquellas situaciones o supuestos que en principio 
constituyan delitos conformes con el numeral 211 de la Ley General de Aduanas, pero que 
el valor aduanero no supere los cincuenta mil pesos centroamericanos, en cuyo caso se 
consideran infracciones tributarias, para efectos de sancionarlas en sede administrativa. 



Partiendo de ello tenemos que en el presente caso le podría resultar aplicable el artículo 242 
bis de la Ley General de Aduanas, ya que de lograrse probar los hechos que constan en el 
expediente, la conducta desplegada por el presunto infractor, podría ser la de eludir el 
control aduanero,  e incluso pudo ser constituida en un posible delito de contrabando 
sancionable en sede penal, pero aun cuando no cumplió con los supuestos del tipo penal, la 
mercancía no fue presentada ante la aduana respectiva sino que por intervención oportuna 
de la policía de control Fiscal del Ministerio de Hacienda, interceptan la mercancía y 
proceden al decomiso de la misma, presentándose luego ante esta Aduana para que le 
autorice el pago de los impuestos tributarios. Sin embargo, en razón de la cuantía, el propio 
legislador  lo sanciona como una infracción tributaria aduanera aplicable en sede 
administrativa. 

Por lo que en el presente caso, la conducta desplegada por el administrado podría 
corresponder al artículo 211 de la Ley General de aduanas que a la letra indica: 

“Articulo 211.- Contrabando. “Será sancionado con una multa de dos veces el monto del 
valor aduanero de las mercancías objeto de contrabando y con pena de prisión de tres a 
cinco años, cuando el valor aduanero de la mercancía exceda los cincuenta mil pesos 
centroamericanos, aunque con ello no cause perjuicio fiscal, quien:  

a) Introduzca o extraiga, del territorio nacional, mercancía de cualquier clase, valor
origen o procedencia, eludiendo el control aduanero.

b) Transporte, almacene, adquiera, venda, done, oculte, use, de o reciba en depósito,
destruya o transforme, mercancía de cualquier clase, valor origen o procedencia
introducida al país, eludiendo el control aduanero…”

De manera, que en el presente caso, la supuesta infracción se estaría cometiendo, al 
introducir al territorio nacional una mercancía que no se sometió al ejercicio  del control 
aduanero, al omitir presentar las mercarías ante la autoridad correspondiente por parte del 
presunto infractor. Omisión que violaría el control aduanero y con ello se quebrantaría el 
régimen jurídico aduanero, toda vez que el señor Saborío Prado, tenía la obligación de 
presentar la mercancía ante la Aduana al comprarlas en territorio extranjero, siendo en la 
especie, de probarse, aplicables los presupuestos del artículo 242 bis de la Ley General de 
Aduanas, ya que tal omisión contiene  en principio los elementos de figura de contrabando, 
pero que en razón de la cuantía y de conformidad con la norma este tipo de conducta se 
deberá sancionar como infracción tributaria, aplicando una multa consistente en el valor 
aduanero de la mercancía en cuestión.  

De conformidad con el artículo 242 bis de la Ley General de Aduanas ya indicado y de 
acuerdo con los hechos descritos anteriormente tenemos como posible consecuencia Legal 
del presente procedimiento la aplicación  eventual de demostrarse como ciertos los hechos 
aquí indicados, de una sanción de multa equivalente al valor Aduanero de las mercancías  



que ocasionaron la eventual vulneración al régimen jurídico aduanero en el caso que nos 
ocupa  dicho valor aduanero asciende a $388.00 (trescientos ochenta y ocho dólares netos), 
que convertidos en moneda nacional al tipo de cambio del momento de cometer la presunta 
infracción que es el momento del decomiso preventivo, sea el 30 de noviembre de 2013,  de 
acuerdo con el tipo de cambio por dólar a razón de ¢505.13 colones por dólar (ver folio 
027), correspondería a la suma de ¢195.990.44 (ciento noventa y cinco mil novecientos 
noventa colones con cuarenta y cuatro céntimos).  

Que lo procedente de conformidad con los artículos 231 y 234 de la Ley General de 
Aduanas y en relación con los artículos 533 de  535 de su Reglamento, es dar oportunidad 
procesal al señor Mario Miguel Saborío Prado, portador de la cédula de identidad 
número 401920880, para que en un plazo de cinco días hábiles posteriores a la notificación 
de la presente resolución y de conformidad con el principio de derecho a la defensa, 
presente sus alegatos y pruebas pertinentes en descargo de los hechos señalados. 

POR TANTO 

En uso de las facultades que la Ley General de Aduanas y su Reglamento, otorgan a esta 
Gerencia y de conformidad con las consideraciones y disposiciones legales señaladas, 
resuelve: PRIMERO: Iniciar Procedimiento Administrativo Sancionatorio contra el señor 
Mario Miguel Saborío Prado, portador de la cédula de identidad número 401920880, 
tendiente a investigar la presunta comisión de infracción tributaria aduanera establecida en 
el artículo 242 bis de la Ley General de Aduanas, sancionable con una multa equivalente al 
Valor Aduanero de las mercarías que en este caso corresponde a la suma de $388.00 
(trescientos ochenta y ocho dólares netos), que convertidos en moneda nacional al tipo de 
cambio del momento de cometer la presunta infracción que es el momento del decomiso 
preventivo, sea el 30 de noviembre de 2013, y de acuerdo con el tipo de cambio por dólar a 
razón de ¢505.13 (ver folio 027), correspondería a la suma de ¢195.990.44 (ciento noventa 
y cinco mil novecientos noventa colones con cuarenta y cuatro céntimos), por la eventual 
introducción al territorio nacional de una mercancía que no se sometió al ejercicio del 
control aduanero, cuya acción u omisión presuntamente significo una vulneración del 
régimen jurídico aduanero que causó perjuicio fiscal de conformidad con el artículo 242 bis 
de la Ley General de Aduanas. SEGUNDO: Que lo procedente, de conformidad con los 
artículos 231, 234  y 242 bis, de la Ley General de Aduanas y en relación con los artículos 
533 de 535 de su Reglamento, es dar oportunidad procesal al presunto infractor, para que 
en un plazo de cinco días hábiles posteriores a la notificación de la presente resolución y de 
conformidad con el principio de derecho a la defensa, presente sus alegatos y pruebas en 
descargo de los hechos señalados. TERCERO: Adicionalmente, por no haberse podido 
notificar, se deja sin efecto la resolución RES-APC-DN-146-2014 y se ordena anularla del 
consecutivo numérico del Departamento Normativo. CUARTO: El expediente 
administrativo No. APC-DN-077-2014, levantado al efecto, queda a su disposición, para su 
lectura, consulta o fotocopiado, en el Departamento Normativo de esta Aduana. QUINTO: 
Se le previene al presunto infractor que debe señalar lugar o medio para atender 



notificaciones futuras, dentro de la jurisdicción de esta Aduana, Bajo el apercibimiento de 
que en caso de omitirse ese señalamiento, o de ser impreciso, inexistente o de tornarse 
incierto el que hubiese indicado, las futuras resoluciones que se dicten  se les tendrá por 
notificadas por el solo transcurso de veinticuatro horas (24 horas), a partir del día siguiente 
en la que se omitió (notificación automática). Se le advierte que en caso de que señale 
medio (fax), al comprobarse por el notificador que se encuentra descompuesto, 
desconectado, sin papel o cualquier otra anomalía que impida la transmisión (recepción), se 
le aplicará también la notificación automática. Si el equipo contiene alguna anomalía para 
la recepción de las notificaciones deberá comunicarlo de inmediato a esta Dirección y hacer 
el cambio correspondiente en el medio señalado. NOTIFÍQUESE: La presente resolución 
al señor: Mario Miguel Saborío Prado, portador de la cédula de identidad número 
401920880 por medio de edicto. Comuníquese y publíquese en el Diario Oficial La Gaceta. 

Lic. Gerardo Venegas Esquivel 
Subgerente Aduana Paso Canoas 

 CMVA 

1 vez.—O. C. N° 3400031718.—( IN2017146145 ).
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